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EDITORIAL  
A mediados del mes de febrero, el Presidente del Gobierno anunciaba la 
disolución anticipada de las Cortes Generales y la convocatoria electoral. Hasta 
el momento, y a pesar de la trascendencia de estos comicios, el debate público 
ha girado en torno a temas identitarios y al discurso provocador de la extrema 
derecha. El resultado electoral es del todo incierto, aunque se augura un 
parlamento excesivamente fragmentado y muy polarizado lo que no facilitará la 
búsqueda de consensos. Igualmente inciertas son las previsiones de 
crecimiento de la economía española para los próximos años, lo que puede 
provocar recortes, mayor desempleo y precariedad laboral. En este contexto, 
ante una puesta en cuestión de gran parte de las conquistas de derechos de las 
últimas décadas, Juezas y Jueces para la Democracia sostendrá un discurso de 
defensa a ultranza de los derechos fundamentales y garantías, especialmente 
con los más débiles, planteando propuestas y denunciando los recortes y la 
precarización al tiempo que defenderá la independencia de la Justicia y un 
servicio público de calidad.


Este adelanto electoral con el consiguiente Gobierno en funciones ha provocado 
que las negociaciones que, en el marco de la unidad asociativa, estaba llevando 
la asociación a fin de implementar las catorce “propuestas para la mejora de la 
Justicia” hayan quedado en suspenso. Algunas de estas propuestas, que se 
encontraban muy avanzadas, sobre condiciones profesionales de los miembros 
de la Judicatura quedan nuevamente paralizadas. Antes lo fue por el cambio de 
equipo ministerial en el mes de mayo pasado. El nuevo equipo ministerial que 
salga de las urnas se encontrará con una posición común de las principales 
asociaciones profesionales judiciales y de fiscales sobre guardias, grupos de 
población, retribuciones variables, pérdida del poder adquisitivo y sustituciones. 
Son muchos otros los problemas que aquejan a la Justicia española, y no 
solamente referidos a los aspectos profesionales. Reforzar la independencia 
judicial, política de nombramientos según mérito y capacidad, modernización de 
la administración de justicia, digitalización, etc.


En el Comité Permanente de Juezas y Jueces para la Democracia celebrado el 
pasado mes de febrero se acordó junto con el resto de asociaciones 
profesionales paralizar las medidas de presión a la espera de que haya un nuevo 
interlocutor en el Ministerio de Justicia después de las elecciones.


Finalmente, otra de las consecuencias de la convocatoria de elecciones ha sido 
la interrupción del proceso de renovación del Consejo General del Poder 
Judicial. Se prorroga de este modo el mandato de un Consejo que ha suscitado 
el rechazo unánime de las asociaciones. Esperemos que el nuevo parlamento 
salido de las urnas pueda atender cuanto antes a esa responsabilidad de 
renovar en plazo las instituciones del Estado.
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La justicia se reconoce e identifica en la 
Constitución española de 1978 como uno 
de los valores superiores del ordenamiento 
jurídico. Junto a la libertad, la igualdad y el 
pluralismo político, constituye uno de los 
pilares axiológicos existenciales que 
configuran el sistema constitucional 
español.


Esta caracterización de la justicia como 
valor jurídico supremo expresa  la 
aspiración constitucional de que en el 
Estado constitucional no puede existir 
legalmente la injusticia.


También permite identificar cuál es el 
contenido de uno de los objetivos políticos 
que persigue el Estado: establecer un 
marco de convivencia en libertad que 
asegure y garantice la integración y la 
cohesión social.


En este sentido, la Justicia constituye un 
postulado constitutivo del Estado social y 
democrático de Derecho, que guía e 
informa de forma vinculante la actividad del 
poder legislativo, el Gobierno, el poder 
J u d i c i a l , a s í c o m o d e l Tr i b u n a l 

Constitucional encaminada a promover una 
sociedad más justa. 


La Justicia es uno de los principios 
fundamentales estructurales del Estado de 
Derecho, en cuanto que a los juzgados y 
tribunales se les encomienda hacer justicia 
y ser la institución garante de las libertades 
civiles y de los derechos sociales, que, 
significativamente, dan carta de naturaleza 
a la Democracia Jurídica.


La Justicia determina el grado de 
legitimidad del Estado democrático, en la 
medida que es la fuente que da soporte 
jurídico a las reivindicaciones de los 
ciudadanos y ciudadanas que exigen 
justicia y que requieren que se haga justicia 
para conformar y consolidar una sociedad 
más libre e igualitaria.


La Justicia se descubre también en el texto 
constitucional como derecho fundamental 
de carácter prestacional, que garantiza a 
todos el derecho de acceder a un tribunal 
independiente e imparcial para obtener la 
protección de sus derechos e intereses 
legítimos.


La gobernanza 
constitucional de la 
administración de justicia 

José Manuel Bandrés Sánchez-Cruzat
Magistrado del Tribunal Supremo

Miembro fundador de Jueces para la Democracia
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En la mentalidad de la Constitución, la jurisdicción constituye un escenario privilegiado de 
expresión del vigor y la fuerza garantista del Derecho, un ámbito destacado de definición 
de derechos y de aplicación de los valores de igualdad y libertad constitutivos del orden 
constitucional, en el que se asegura la juridicidad del Estado, el sometimiento de todos los 
poderes públicos y privados al imperio de la Ley.


La Justicia se estructura como poder público y como institución.


La Administración de Justicia se alumbra en la Constitución no como la emanación de un 
poder púbico sacralizado o autoritario, acrítico, sino como razón y función pública.


La Administración de Justicia se reconoce en la idea de promover los valores 
constitucionales de dignidad humana y paz social, comprometida con el avance y el 
progreso del Estado social.


La Constitución apela a todos los actores del sistema político y, particularmente, del 
judicial (jueces, magistrados, fiscales y funcionarios de los cuerpos de la Administración de 
Justicia, abogados, procuradores y demás profesionales del Derecho) a 
corresponsabilizarse de la operatividad del funcionamiento de la Administración de 
Justicia.


La Justicia se caracteriza como un servicio público. Corresponde al Estado la tarea 
constitucional de reforzar y fortalecer la jurisdicción, a la que se le atribuye la función 
esencial de satisfacer el derecho a la tutela judicial efectiva sin dilaciones indebidas en 
toda clase de procesos.


Cabe constatar que muchos analistas coinciden en el diagnóstico de que la Administración 
de Justicia está, en cierto modo, estancada, porque no se adoptan con determinación las 
políticas públicas necesarias para corregir los déficits estructurales de la organización 
judicial.


Hay consenso en que la crisis institucional de la Administración de Justicia es el resultado 
de una crisis de gobernanza del sistema judicial, derivada de una configuración multipolar 
de los responsables públicos que asumen competencias en el ámbito judicial, que 
repercute negativamente en la capacidad de los tribunales de justicia de resolver los litigios 
en un tiempo prudencial.


A esta crisis de institucionalidad se suma una crisis de legitimidad que se acentúa por la 
judicialización de la política, que erosiona gravemente el funcionamiento de la democracia, 
y por la politización de la justicia, que degrada la posición del juzgador como juez 
independiente y daña la imagen de la justicia.  


 Así mismo, se destaca el malestar que en los ciudadanos genera, en ocasiones, la 
actividad jurisdiccional, que tienen la percepción de que los tribunales no son capaces de 
corregir y sancionar, con toda la intensidad exigible, los abusos de poder que inciden 
lesivamente en sus condiciones de vida, imputables a instituciones públicas o privadas. 
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Y se preguntan si el modelo constitucional 
del poder judicial y de Administración de 
Justicia definido en la Constitución está 
agotado.


Transcurr idos cuarenta años de la 
aprobación de la Constitución de 1978, un 
b a l a n c e s o s e g a d o y c r í t i c o d e l 
funcionamiento del sistema judicial permite 
afirmar que los postulados constitucionales 
de la independencia judicial, la concepción 
del poder judicial como poder público 
responsable, la posición del juez como 
servidor de la Ley democrática, están 
plenamente vigentes.


Sin embargo, esta misma evaluación 
resulta reveladora de que las acciones 
emprendidas por los poderes públicos, 
para modernizar la Administración de 
Justicia y reforzar las garantías procesales, 
han sido insuficientes.


Por ello, en la actual coyuntura de 
incertidumbre política y social, resulta 
imprescindible trazar la senda que permita 
introducir un sistema de gobernanza 
inteligente de la justicia española acorde 
con las exigencias de justicia expresadas 
por la sociedad española.


En este sentido, el fortalecimiento de la 
identidad constitucional de la justicia 
implica:


1. Reconocer en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial la fuerza normativa 
vinculante del Catálogo de Derechos de 
los ciudadanos ante la Justicia, en aras 
de concretizar las garantías procesales 
de los justiciables y erradicar aquellas 
prácticas que menoscaban el derecho 
de defensa.     


2. Acometer un programa coherente de 
reformas de las Leyes orgánicas y 
procesales.


Singularmente, es inaplazable la 
reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, con el objetivo de asegurar 
una tramitación ágil de los procesos 
con plena observancia de los 
principios de contradicción e igualdad 
de armas, en consonancia con los 
requerimientos derivados del Derecho 
internacional de Derechos Humanos.


3. Modificar la organización judicial para 
adaptarla a las nuevas realidades 
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conflictuales urbanas, así como digitalizar la jurisdicción.


4. Abrir el sistema judicial a la participación activa de los ciudadanos, mediante la 
extensión de la legitimación para interponer acciones en defensa de intereses 
colectivos.


5. Promover las acciones formativas de especialización judicial tendentes a que la 
actuación de jueces y magistrados sea recognoscible por los ciudadanos por su 
compromiso con hacer justicia, con la defensa de los derechos civiles, económicos y 
sociales.


6. Responder a los retos y desafíos emergentes derivados de la mundialización del 
Derecho y la globalización de la Justicia.


Ello requiere incrementar de forma sostenible los mecanismos de colaboración y 
coordinación entre tribunales nacionales, con la finalidad de hacer más eficiente la 
lucha contra la criminalidad transnacional, en ámbitos como el tráfico de personas, el 
fraude fiscal, el ciberterrorismo, los delitos medioambientales y los delitos contra la 
salud pública.


7. Dotar al poder judicial de la capacidad de elaborar sus propios presupuestos, 
atribuyéndole la gestión de los medios personales y materiales. 


8. Renovar el pacto constitucional sobre la justicia plasmado en la Constitución de 1978, 
con la finalidad de introducir en su texto preceptos que permitan repensar algunas de 
sus determinaciones más cuestionadas -el diseño y configuración del órgano de 
gobierno de los jueces-, y corregir o solventar algunas de sus lagunas o deficiencias y 
complementar algunas de sus disposiciones. 


9. Impulsar e implementar las políticas públicas que se revelen estratégicamente 
necesarias para hacer posible la materialización del «Estado de la Justicia», la 
interiorización del «Estado de Derechos», en la realidad jurídico-constitucional, en la 
práctica de nuestros tribunales y en la vida colectiva de nuestros ciudadanos.  


10.Hacer avanzar la idea de justicia como imperativa constitucional y como razón pública, 
que inspire e informe la actuación responsable de todos los poderes del Estado 
democrático.


 La Administración de Justicia está sometida en la actualidad a un test de resistencia que 
afronta son serenidad, pragmatismo e inteligencia.


Hacer germinar la idea de justicia como espacio público de preservación y reivindicación 
de derechos, nos compromete a todos los actores de la justicia a esforzarnos en extender 
el manto protector de la justicia para construir una sociedad más abierta, tolerante e 
inclusiva, más igualitaria y más solidaria y fraternal.  
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Resulta sorprendente que personas 
acostumbradas a aplicar e interpretar el 
Derecho, en todos su ámbitos, mostremos 
un elevado desconocimiento de cuáles son 
las normas y el contenido de nuestros 
derechos como miembros de la carrera 
judicial. Salvo cuestiones puntuales sobre 
permisos y vacaciones, el resto de los 
aspectos de la denominada protección 
social nos son, en gran medida, ajenos.


No nos equivocaríamos mucho si decimos 
que, en determinadas materias, la 
regulación actual contenida en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y en el 
Reglamento de la Carrera Judicial 2/2011, 
obedece más a una regulación del 
funcionariado judicial de hace más de un 
siglo, basada en la desconfianza absoluta 
en las personas que integramos el poder 
judicial, que un catálogo coherente de 
derechos y obligaciones de las personas 
que formamos parte de la carrera. Sirva a 
modo de ejemplo la regulación del derecho 
a la incapacidad temporal, la cual viene 
cond ic ionada por la dec is ión de l 

empleador, pues para poder permanecer 
en dicha situación, además de presentar el 
correspondiente parte médico de baja, se 
nos exige la solicitud el mismo día de la 
baja y posterior concesión de una licencia 
por parte del Tribunal Superior de Justicia 
correspondiente. 


La normativa que regula nuestra protección 
social es además de dispersa poco 
transparente, en especial, por el hecho de 
que la interpretación que se hace de los 
distintos derechos por parte del Consejo 
General del Poder Judicial y los diecisiete 
Tribunales Superiores de Justicia,  en los 
diferentes acuerdos adoptados,  la mayoría 
de el los no están ni tan s iquiera 
publicados, ni tenemos conocimiento de 
ellos. En algunos supuestos encontramos 
alguna referencia en los acuerdos del 
CGPJ pero s in expl icación de su 
contenido.


D i c h a s n o r m a s y c r i t e r i o s s e 
complementan con la regulación contenida 
en el Texto Refundido sobre Régimen 
Especial de la Seguridad Social personal al 

¿La (des) protección social 
de la carrera judicial? 

Mar Serna Calvo
Magistrada

Juzgado de lo Social nº 23 de Barcelona
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servicio de la Administración de  Justicia (TRLSSAJ), aprobado por el Real 
Decreto  Legislativo 3/2000, el Reglamento del Mutualismo Judicial, R.D. 
1026/2011, de 15 de julio (RMJ), Reglamento del Mutualismo Judicial y el R.D. 
1026/2011, de 15 de julio (RMJ) en todo lo relativo al Régimen de Seguridad 
Social del personal al servicio de la Administración de Justicia y el Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. La acción protectora del 
Mutualismo Judicial, aplicable a toda la carrera, incluye un conjunto de 
prestaciones que van desde la asistencia sanitaria (a través de entidades 
privadas concertadas o a través de los servicios de salud de las respectivas 
Comunidades Autónomas), subsidios por incapacidad temporal, por riesgo 
durante el embarazo y por riesgo durante la lactancia, prestaciones 
recuperadoras por incapacidad permanente, subsidio por maternidad o 
paternidad y prestaciones sociales, entre otras. 


Pero es que además del anterior Mutualismo Judicial gestionado por 
MUGEJU, la fecha de entrada a la carrera judicial va a determinar la aplicación 
de una normativa u otra, en materia de pensiones de jubilación, incapacidad 
permanente (llamada jubilación por edad) o pensiones de viudedad y orfandad.  
Así, el Régimen de Clases Pasivas del Estado, regulado por el Texto Refundido 
de 30 de abril de 1987 está llamado a desaparecer, por cuanto las personas 
ingresadas en la carrera judicial a partir de 1 de enero de 2011 -incluido el 
período de formación- y solo a efectos de pensiones de jubilación por edad, 
incapacidad permanente o muerte y supervivencia se le van a aplicar las 
normas del Régimen General de la Seguridad Social y será el Instituto Nacional 
de la Seguridad Social quien reconozca dichas pensiones, tal como estableció 
para todo el funcionariado1, aunque se respetan las particularidades relativas a 
la edad de jubilación forzosa, así como la de los tribunales médicos 
competentes para la declaración de incapacidad.


El examen del estado de la protección social de la carrera judicial, ha dado un 
primer e importante paso con el estudio, por parte de un grupo de trabajo 
creado por el Consejo en febrero de 2016, aprobado a finales de 20172, donde 
se analizan diferentes aspectos, que integran nuestra protección y realiza 
propuestas de reforma en cada uno de los capítulos para actualizar y mejorar 
nuestra situación. Este informe aborda tanto aspectos transversales de esa 
protección, como los derechos al descanso y a la conciliación, excedencias, 
permisos, seguridad social de la carrera judicial y la prevención de riesgos. 
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1. Real Decreto-Ley 13/2010, de 3 de diciembre art.20.1 derogado por el Texto Refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, que en su Disposición Adicional Tercera que 
reproduce dicha modificación normativa.


2. Disponible en formato PDF  gratuito en : Accede aquí

https://boe.es/publicaciones/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DT-2018-88_LA_PROTECCI%C3%93N_SOCIAL_DE_LA_CARRERA_JUDICIAL&tipo=L&modo=1
https://boe.es/publicaciones/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DT-2018-88_LA_PROTECCI%C3%93N_SOCIAL_DE_LA_CARRERA_JUDICIAL&tipo=L&modo=1
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Al estar reguladas gran parte de estas 
materias en el marco de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, además de un 
interpretación claramente restrictiva de los 
mismos,  hemos tenido un desfase 
importante respecto a los avances de los 
derechos reconocidos al resto de los 
f u n c i o n a r i o s d e l a s d i s t i n t a s 
administraciones públicas, no así cuando 
lo que se ha producido ha sido un 
retroceso en los derechos del sector 
público. Un ejemplo reciente es el 
reintegro de los cuatro días adicionales de 
vacaciones por antigüedad o la duración 
de los permisos  por paternidad. Su 
ampliación fue propuesta  de modificación 
de los artículos 371, 373 y 503 de dicha 
norma por el Pleno del Consejo General 
del Poder Judicial el 24 de octubre de 
2017 y hemos tenido que esperar hasta 
finales del año 2018 para ver aprobada esa 
modificac ión, cuando e l resto de 
empleados públicos los recuperaron en el 
año 2015 3 Real  Decreto-ley  10/2015,  de  
11  de  septiembre,.


Las referidas modificaciones  de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial fueron 
aprobadas por la LO 4/2018, de 28 de 
diciembre, publicada en el BOE del 29 de 
diciembre, que incorpora en su artículo 
373.7 una regulación innovadora y que 
teóricamente ha de servir para que no nos 
encontremos en situación de desventaja 
respecto al resto del funcionariado. Así, 
dispondremos de “todos los derechos 
establecidos para los miembros de la 
Administración General del Estado y que 
supongan una mejora en materia de 
conci l iación, permisos, l icencias y 

cualquier otro derecho reconocido en 
dicho ámbito”. Y se le impone al CGPJ la 
obligación de adaptar “de manera 
inmediata”, mediante acuerdo del Pleno, 
cualquier modificación que se produzca en 
dicho régimen, sin perjuicio de las 
particularidades propias del estatuto 
profesional de la carrera judicial y de la 
promoción de las mejoras propias por los 
cauces correspondientes. 


La primera prueba de esa adaptación con 
carácter inmediato  exigible a nuestro 
órgano de gobierno está ya sobre la mesa 
como consecuencia del reciente Real 
Decreto Ley 6/2019 de 1 de marzo, de 
medidas urgentes para garantía de la 
igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres en el empleo y la 
ocupación. Esta norma modifica, entre 
otras disposiciones,  el Estatuto Básico del 
Empleado Púb l ico en mater ia de 
sustitución del tiempo de lactancia por un 
permiso retribuido,  condiciones del 
permiso por nacimiento de la madre 
biológica, de la  ampliación a dieciséis 
semanas del permiso de progenitor 
diferente a la madre biológica -antiguo 
permiso de paternidad-  y la forma de 
ordenar mediante el plan de igualdad el 
permiso por violencia de género. Ese 
mandato imperativo del nuevo artículo 
373.3 comportará que los retrasos en su 
adaptación obligatoria no comporten 
disminución de derechos de los miembros 
de la carrera.


De otro lado, el nuevo artículo 373.4 de la 
LOPJ en materia de permisos vuelve a la 
regulación anterior implantando los seis 
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3. Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre 
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permisos de tres días, sin que pueda disfrutar más de un permiso al mes, 
y cada uno de los permisos de tres días podrán tomarse, de forma 
separada o acumuladamente siempre dentro del mismo mes. Sin 
embargo, para su concesión, este precepto exige la justificación de la 
necesidad a los superiores respectivos, de quienes habrá de obtener 
autorización, que podrán denegar cuando coincidan con señalamientos, 
vistas o deliberaciones salvo que se justifique que la petición obedece a 
una causa imprevista o de urgencia.


Sin embargo a pesar del avance que supone el reconocimiento legal la 
equiparación  de las mejoras en materia de conciliación, permisos y 
licencias y cualquier hay aspectos que exigen una modificación con 
carácter urgente. No pretendemos ni podemos abordar de forma 
exhaustiva los mismos, pero sí poner el énfasis en dos de ellos: la 
prevención de riesgos y las condiciones de jubilación.


Tuvieron que transcurrir más de diez años de vigencia de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales para que se nos fuera reconocida el 
derecho a la protección de nuestra seguridad y salud, por el artículo 317 
del Reglamento de la Carrera Judicial de 2011 y casi otros cuatro años 
para que se aprobara el primer Plan de Prevención de Riesgos Laborales 
con una vigencia inicial de los años 2015 y 2016. Sin embargo, la 
prevención de riesgos laborales sigue siendo todavía una asignatura 
pendiente, no solo por las deficientes condiciones de seguridad o 
ergonómicas de determinados centros de trabajo, sino también por los 
elevados riesgos psicosociales, que a pesar de haber sido finalmente 
evaluados no se han adoptado las medidas preventivas necesarias para 
evitar la actualización de estos riesgos. La elevada carga de trabajo de 
numerosos órganos judiciales está provocando situaciones de estrés en 
gran número de personas de la carrera expuestas a la misma, lo que exige 
de forma inmediata la puesta en marcha de actuaciones de prevención 
para eliminarlos o reducirlos.


La creación de un número de órganos judiciales actualizado en función de 
la mayor exigencia de trabajo, junto con una limitación de los números de 
asuntos a realizar en función de la exigencia de tiempo, son las dos 
medidas prioritarias a adoptar si se quieren cumplir las exigencias legales 
en esta materia. El reciente Reglamento 2/2018, aprobado por el CGPJ 
sobre  retribuciones variables por objetivos de los miembros de la Carrera 
Judicial, obvia totalmente la prevención de riesgos y su única 
preocupación es la medición del rendimiento de las personas titulares de 
los órganos judiciales, sin la más mínima referencia a su seguridad y salud 
y los parámetros máximos de actividad.


Por último, la regulación de la jubilación anticipada, voluntaria y forzosa 
viene condicionada por las limitaciones de ingresos cuando se produzca 
dicha contingencia, por cuanto la cuantía que vamos a percibir se sitúa 
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muy por debajo de la denominada tasa de 
reposición o sustitución de las pensiones, 
que el parámetro que mide el porcentaje 
sobre el último salario que se cobraba que 
va a representar la pensión de jubilación 
que cobremos. Si en términos generales en 
nuestro país la tase de reposición de esta 
prestación es del 80 por ciento, en la 
carrera judicial en esto momentos se 
situaría en torno a un 50 por ciento. 
Además, existe un agravio comparativo 
respecto al resto de los funcionarios de la 
Administración Pública, provocado por 
n u e s t r o r i g u r o s o r é g i m e n d e 
incompatibilidades. 


Esta regulación resulta contradictoria con 
la previsión del artículo 402 de la LOPJ que 
establece que la independencia económica 
de juezas y jueces se garantiza mediante 
una retribución adecuada a la dignidad de 
la función jurisdiccional, así como con un 
régimen de Seguridad Social que nos 
proteja durante el servicio activo y la 
jubilación. Asimismo, la Carta Europea 
sobre el Estatuto de los Jueces de 1998 
(Estrasburgo 8-10 julio) prevé el  pago  de  
una  pensión  de  jubilación  cuyo  importe  
se  aproximará en lo posible al de su última 
retribución de actividad judicial.


E l c o m p l e m e n t o p o r m a t e r n i d a d 
reconocido con carácter general en los 
distintos Regímenes de la Seguridad Social 
a las mujeres que hayan dos o más hijos se 
les abona a las jubilaciones a partir de los 
65 años, sin embargo las magistradas solo 
podrán cobrar ese complemento por 
pensión a partir de los 70 ó 72 años, lo que 
podría ser considerado como una clara 
discriminación respecto al resto de 
funcionarias públicas. 


A modo de conclusión, el denominado 
sistema de “protección social de la carrera” 
no puede ser considerado como tal, hasta 
que no se aborde de forma global y 
completa en un nuevo estatuto judicial, en 
e l q u e s e t e n g a e n c u e n t a l a s 
características y peculiaridades del 
ejercicio de la carrera judicial en el siglo 
XXI, superando anacronismos, ocultismo, 
desconfianzas y desprotección de sus 
integrantes, tanto desde el punto de vista 
de su regulación como de su aplicación e 
interpretación.


Es pues urgente que nuestro 
órgano de gobierno afronte con 

la mayor celeridad dichos 
cambios y actualización de 

condiciones, pero no solo desde 
el punto de vista de 

modificaciones legislativas, sino 
también desde la perspectiva de 

una gestión adecuada de las 
personas que formamos parte 

de la carrera judicial, 
garantizando  la información y 

formación sobre nuestros 
derechos, además de las 

obligaciones, de una forma 
transparente y, como no puede 
ser de otra forma,  basada en la 
confianza que merecemos. Esa 

sería nuestra auténtica 
protección social. 
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¿Ha tenido repercusión en la Carrera 
Judicial el creciente movimiento 
feminista y la lucha por la igualdad?   

Estamos viviendo durante la segunda 
década del Siglo XXI lo que se ha llamado 
la “cuarta ola” del movimiento feminista. 
Se plantea el fin de los privilegios de 
género históricos del hombre junto al 
despertar de muchas mujeres (y algunos 
hombres) en el marco de un movimiento 
global para dar la vuelta a los privilegios 
de nuestra cultura patriarcal. 


Este cambio de mentalidad ha permeado 
también en la Carrera Judicial, aunque 
quizás en menor medida que en otros 
ámbitos.   La sociedad sigue siendo 
machista y patriarcal y la Carrera Judicial, 
tradicionalmente más conservadora que 

otros sectores, no se libra.  Debemos tener 
en cuenta que hasta 1966 las mujeres 
tenían prohibido por ley el acceso a la 
carrera judicial y fiscal porque se 
consideraba que eran trabajos que 
requerían “actitudes contrarias al sentido 
de la delicadeza consustancial en la 
mujer”, y hasta 1975 no podían sin 
consentimiento del marido, caso de estar 
casadas.


En estos momentos las comisiones de 
igualdad de las Asociaciones Judiciales 
coincidimos en gran parte de nuestras 
reivindicaciones, y aunque los males de la 
judicatura en materia de igualdad siguen 
siendo muy similares a los de hace años, 
s í existe mayor interés por estás 
cuestiones y los/las integrantes de la 
c a r r e r a j u d i c i a l e s t a m o s m á s 
sensibilizados.
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¿En qué aspectos de la judicatura se 
han producido los avances más 
importantes en materia de igualdad? 

A nivel de nuestra carrera profesional se 
han hecho avances, aunque insuficientes. 
 A finales de 2017 se aprobó el protocolo 
de acoso entre miembros de la Carrera 
Judicial y en ejecución de éste se han 
designado a lo largo de 2018 asesores/as 
confidenciales para su puesta en marcha.


El 28-02-2019 el CGPJ acordó ampliar a 5 
semanas el permiso de “paternidad” que 
estaba ya reconocido para el resto de 
trabajadores. 


Es importante destacar   la utilización por 
el Consejo, especialmente la Comisión de 
igualdad, de lenguaje inclusivo, pese a 
que el sr. Lesmes no lo utiliza nunca.


En cuanto a la labor jurisdiccional que 
realizamos en los juzgados como garantes 
del cumplimiento de la igualdad, se ha 
debatido por primera vez sobre la 
perspectiva de género, que aparece en 
resoluciones de dist intos órganos 
jurisdiccionales. Cada vez se reclaman e 
implantan en más territorios las oficinas 
de asistencia a las víctimas para un 
correcto cumplimiento del estatuto de la 
víctima, y se han ofertado más cursos en 
igualdad que nunca.


El Tribunal Supremo ha incluido en 
varias sentencias el término de 
género. ¿Hay una preocupación 
mayor en la Carrera Judicial sobre 
los asuntos relativos a la igualdad 
entre mujeres y hombres?  

Como consecuencia de esta “cuarta ola” 
del feminismo los asuntos relacionados 

con la igualdad han pasado estar en 
primera línea del debate público, ocupan 
la primera plana de muchos periódicos y 
generan más interés político, social y 
jurídico. Cada vez más resoluciones 
recogen explícitamente la l lamada 
“perspectiva de género”, que consiste en 
impartir justicia sin estereotipar a las 
mujeres, aunque debo decir que antes de 
acuñarse el término como tal existían ya 
Sentencias que lo aplicaban. Esto también 
ha dado lugar a un debate jurídico muy 
interesante, sobre todo en el ámbito penal, 
donde todavía existen ciertas reticencias 
acerca de qué significa juzgar con 
perspectiva de género sin afectar a las 
garantías del Derecho Penal. Yo defiendo 
que ambas cosas son obligatorias y 
perfectamente compatibles.


Casos como el de “La Manada” han 
encendido la opinión pública, 
categorizando  a la justicia de 
machista. ¿Es justa esta acusación? 
¿Ha influido esta presión social? 

El caso de la Sentencia de “la Manada” ha 
coincidido con un momento de despertar 
del feminismo. Los jueces y juezas 
ejercemos en una sociedad machista y no 
s o m o s i n m u n e s a e l l o . L a s 
manifestaciones y actos de repulsa tras 
conocerse el fallo evidencian un cierto 
distanciamiento entre la sociedad y parte 
de la judicatura. Pese a que la Sentencia 
está extremadamente motivada, los 
hechos probados son aterradores y 
describen uno de nuestros mayores 
miedos: ser violadas o agredidas por 
algún hombre.  Este miedo nos acompaña 
en muchas situaciones vitales y hace que 
no nos sintamos libres ni seguras en el 
espacio público. La Sentencia, pese a dar 
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plena credibilidad al relato de la 
víctima, no valora que los agresores 
e m p l e a r a n i n t i m i d a c i ó n , y e s 
comprensible que muchas mujeres se 
hayan indignado. La crítica a las 
resoluciones judiciales forma parte de 
una sociedad democrática y de hecho 
tras la Sentencia nos encontramos 
inmersos en un debate necesario sobre 
la libertad sexual, la intimidación y el 
libre consentimiento en las relaciones 
íntimas que afecta sobre todo a la 
dignidad y libertad de las mujeres en 
unos delitos cometidos casi en su 
mayoría por hombres.


Me parece positivo que comience a 
cambiar la percepción social de estos 
d e l i t o s e n l o s q u e l a v í c t i m a 
tradicionalmente estaba estigmatizada 
y cuest ionada. No se t rata de 
endurecer las penas sino de delimitar 
claramente los tipos penales, que ante 
una agresión como esta no pueda 
i n t e r p r e t a r s e q u e h u b o u n 
consentimiento viciado sin intimidación.


Es especialmente criticable que, a 
pesar de que ya existe en la profesión 
una mayoría de juezas, los cargos más 
relevantes en tribunales y en la cúpula 
judicial sigan ocupados por hombres. 
 El informe de la Asamblea General de 
la ONU del Grupo de Trabajo sobre la 
cuestión de la discriminación contra la 
mujer en la legislación y en la práctica 
en España de 17 de junio de 2015 de 
forma expresa insta al Estado español a 
que “aplique medidas especiales de 
carácter temporal para lograr un 
e q u i l i b r i o d e g é n e r o e n l a 
administración pública, en particular en 
los niveles más altos de la judicatura". 
No consta que se haya aplicado 

ninguna medida desde entonces y la 
foto de hombres al inicio de cada año 
judicial sigue repitiéndose.


Esto sucede porque nuestra Carrera es 
machista, igual que nuestra sociedad, y 
pasa también en las asociaciones 
judiciales, en partidos políticos, en 
cátedras de universidad, en grandes 
empresas. Las mujeres sufrimos el 
“techo de cristal” y los “pies de barro”. 
Seguimos ocupándonos en mayor 
medida de los cuidados, que no se 
valoran en la vida pública, y al llegar a 
una determinada edad no tenemos el 
mismo cur r ícu lum que muchos 
hombres. En ocasiones aunque la 
mujer tenga mejor currículum es 
preterida por el hombre, pues existe la 
creencia de que el candidato varón es 
mejor.


Esto podría mejorarse estableciendo un 
sistema de baremación objetiva para 
los nombramientos (nuestra asociación 
tiene una propuesta sobre el tema 
aprobada en el Congreso de Lleida) y 
es fundamental adoptar medidas 
positivas hasta lograr un equilibrio.


¿Qué medidas son necesarias 
llevar a cabo para mejorar en 
Igualdad en la Carrera Judicial?  

Lo primero, más mujeres en los altos 
tribunales, como ya he dicho.


También urge la aprobación de un II 
Plan de Igualdad de la Carrera Judicial 
que incluya medidas concretas para 
corregir la desigualdad   y recoja las 
reivindicaciones de las asociaciones 
judiciales.
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Se debe retomar la propuesta de modificación del reglamento de la carrera en materia de 
conciliación y avanzar hacia la corresponsabilidad. Nuestra asociación ya ha solicitado al 
pleno del CGPJ adaptar los permisos inmediatamente a la normativa vigente que 
aumenta los permisos de paternidad progresivamente hasta las 16 semanas, caso de que 
llegue a aprobarse. Relacionado con esto, en  materia de cargas de trabajo hemos 
propuesto una disminución de carga judicial sin afectación retributiva en aquellos casos 
en los que los jueces o juezas tengan a su cuidado menores o bien otros familiares 
dependientes.


Reclamamos también que se coordine un protocolo anti acoso entre funcionarios de 
diferentes cuerpos que interactúan en un juzgado.


Otra materia que debe mejorarse es la formación, tanto en igualdad como en violencia de 
género, garantizando que los titulares de juzgados que conocen de órdenes de 
protección reciban la misma formación que los titulares en exclusiva de juzgados de 
violencia de género.


Para conocer mejor la situación deben publicarse periódicamente estadísticas 
segregadas por sexo y edad de todo lo que afecte a la carrera.


Por último, la Comisión de Igualdad del CGPJ debe tener competencias vinculantes y no 
sólo consultivas, y debe informar recursos en todos los temas en que se vea afectada la 
igualdad.


¿Cómo afecta el actual clima político, con la aparición de nuevas fuerzas que 
cuestionan ciertas medidas que están encaminadas a proteger a las 
mujeres?  

Es muy peligroso que aparezcan partidos de ideología machista que nieguen la 
existencia de violencia de género cuando casi cada semana conocemos delitos horribles 
cometidos contra mujeres, cuando seguimos estando cosificadas, sexualizadas y 
discriminadas. Estos partidos reaccionarios arrastran a otros y vuelven a situar en el 
debate público cuestiones superadas como el aborto y la lucha contra la violencia de 
género. Esto nos obliga a estar vigilantes para no dar ni un paso atrás en la lucha contra 
el machismo y defender nuestros derechos sin dejar de avanzar hacia la plena igualdad.
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Por una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en los altos cargos de la 
judicatura, pues aunque ya representamos 
más del 50% de la carrera, todavía no 
estamos representadas en altos tribunales. 
Por ello interesamos que el techo de cristal 
no se convierta en techo de cemento para 
que las juezas accedan al Tribunal 
Supremo. Para ello deben adoptarse 
medidas eficaces para corregir este 
desequilibrio y que una mujer presida por 
primera vez el Consejo General del Poder 
Judicial, como muestra de una democracia 
paritaria.


Por una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en la dirección de cursos de 
formación y en otros puestos de libre 
designación y comisiones asignados 
mayoritariamente a hombres que favorecen 
la existencia de una brecha salarial en la 
judicatura


Por la fijación de unas cargas de trabajo 
saludables y que en las mismas se tenga 
en cuenta el tiempo de conciliación para 
jueces/as con menores o personas 
dependientes a su cargo


Por unas políticas del Consejo General del 
Poder Jud ic ia l que favorezcan la 
corresponsabilidad, con la actualización al 
resto de trabajadores del permiso de 

paternidad y la aprobación de la propuesta 
de modificación del reglamento de la 
carrera judicial elaborada por la Comisión 
de Igualdad del Consejo.


 Por el acceso de todos los integrantes de 
la carrera a formación en materia de 
igualdad y perspectiva de género. Por qué 
los órganos que conocen de órdenes de 
protección aunque no sean especializados 
reciban formación obligatoria en violencia 
de género


Por una efectiva dotación de medios que 
permita implementar correctamente el 
Estatuto de la víctima, con oficinas de 
asistencia a las víctimas en todas las sedes 
judiciales, que se garantice un espacio 
seguro para la denunciante cuando acuda 
a declarar, que pueda ser asesorada 
previamente y de forma adecuada por 
letrados/as especializados/as, que sea 
atendida siempre por personal con 
formación en materia de violencia de 
género. La violencia de género es una 
violación grave de los derechos humanos. 
Necesitamos una legislación que responda 
ante todas las formas de violencias contra 
las mujeres.


Juezas y Jueces para la Democracia exige 
una igualdad legal, una igualdad jurídica y 
una igualdad real


Comunicado 
JJpD  

#8M
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En las últimas promociones de juezas y 
jueces hemos vivido un periodo extraño 
llamado fase de “sustitución y refuerzo”. 
Esta fase desconocida para muchos 
compañeros, ya no decir para la 
ciudadanía ajena a los entresijos del 
mundo de la judicatura, es una etapa 
híbrida situada entre el intervalo de juez en 
prácticas y de titular de juzgado (este 
último caso para aquellos afortunados/as 
que tengan plaza después de este 
periodo, sino como juez/a en expectativa 
de destino in secula seculorum). 


A grosso modo, la fase de “refuerzo y 
sustitución” es para aquellos jueces en 
prácticas que superen las prácticas 
tuteladas, quienes durante un periodo 
mínimo de cuatro meses realizamos 
labores de sustitución y refuerzo conforme 
a los art. 210 y 216 bis LOPJ, quedando a 
disposición del Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia del territorio en que 
desarrollemos dichas funciones. En este 
periodo mixto, en que aún somos jueces 
en prácticas según la norma, pero que 

actuamos sin supervisión de un tutor, 
ejercemos la jurisdicción con idéntica 
amplitud a la de los titulares del órgano 
judicial. Es decir, somos jueces (previa 
entrega de despachos), pero a disposición 
del presidente del TSJ, aunque ya no 
estemos estr ictamente en periodo 
formativo de prácticas. Esta definición 
incongruente no deriva de mi falta de 
narrativa-espero-, sino de lo poco 
congruente de la fase en sí. 


En cualquier caso, no pretendo entrar a 
debatir la pertinencia de la fase, la cual 
está prevista legal (Ley Orgánica del Poder 
J u d i c i a l ) y r e g l a m e n t a r i a m e n t e 
(Reglamento 2/2011 de 28 de abril), sino 
exponer las circunstancias en que algunos 
de mis compañeros de promoción y yo 
misma, nos hemos encontrado durante su 
desarrollo. 


Creo que la mayoría coincidiremos en que 
cuando terminamos la fase practicas 
tenemos una gran avidez de lanzarnos al 
mundo de la jurisdicción sin una red de 
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seguridad. Vienes de un periodo formativo 
intenso, donde has pasado por varias 
jurisdicciones, has conocido perfiles de 
compañeros muy variados, y tienes ganas 
de forjar el tuyo propio. 


Mirándolo con perspectiva, después de la 
travesía por el desierto que supone la 
oposición, después de resucitar en la 
Escuela Judicial, quieres “tu juzgado”, 
pero primero queda un paso previo, la 
fase de refuerzo y sustitución. 


Pronto ves que esos meses, cuatro en 
principio, servirán para cubrir alguna baja 
de un compañero -si tienes suerte- o para 
intentar rescatar algunos juzgados 
colapsados (tarea mastodóntica para 
hacerla en este tiempo), eso si no terminas 
en un juzgado especializado en cláusulas 
suelo. Incluso, se ha dado lo situación 
esperpéntica de que algún compañero ha 
ido saltando de órgano judicial en órgano 
judicial, cubriendo bajas de un mes o dos, 
incluso solapando el trabajo de un 
juzgado con otro, con el consiguiente 
desgaste personal y de aprendizaje, todo 
ello sin ningún tipo de explicación. 
Tampoco me olvido los compañeros/as 
que han estado como refuerzo transversal 
en determinados partidos judiciales, 
donde cada semana saltaban de juzgado. 
En estos casos, me comenta un 
compañero que se encontraba que tenían 
el doble de señalamientos que los 
habituales del titular la semana que 
reforzaba, o que justo la semana que él 
celebraba tenía los juicios más complejos 
y con más número de prueba a practicar 
de ese mes de aquel juzgado. 


No obstante, la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, en su artículo 307.4 prevé que 
deberían destinarnos preferentemente a 

órganos que en un futuro podamos cubrir, 
en cambio, a algunos se nos ha destinado 
a reforzar jurisdicciones especializadas o 
cláusulas suelo (con la premisa de intentar 
sacar el mayor número de resoluciones 
posible).


En ocasiones, esta fase permite “tapar” 
problemas de manera temporal, sin 
aportar una solución a ese juzgado al que 
vamos destinados temporalmente. Si hay 
una baja a largo plazo, el compañero se 
irá en pocos meses y el juzgado 
continuará en esa situación -con el ir y 
venir de jueces sustitutos-. Y desde luego, 
si se quiere desatascar los juzgados 
especializados en cláusulas suelo el enviar 
a un compañero unos meses, no es la 
solución. Es más, puede provocarse un 
colapso mayor, entre reseñalamientos de 
vistas, sin saber hasta cuando estas 
destinado/a en ese juzgado. 


En cualquier caso, otro punto a tener en 
cuenta es que esta fase, que según el 
reglamento citado debe ser de 4 meses, a 
la práctica no tiene fecha de finalización. 
Para la promoción 68 esto supuso una 
p r ó r ro g a d e l p e r i o d o i n i c i a l d e 
aproximadamente un mes (sin saber la 
fecha de finalización de esta prórroga). 
Después de ello, realizamos el acto de 
entrega de despachos en Madrid, previo 
concurso, con una veintena de plazas de 
titulares y los demás como “Jueces en 
expec ta t i va de des t ino” ( JED ) a 
disposición de los presidentes de los TSJ. 
A día de hoy, más de la mitad de la 
promoción estamos como JED hasta que 
se reúnan suficientes plazas que nos 
puedan ofrecer como titulares (aunque 
esto último, me temo que podría ser 
objeto de otro articulo o de una novela de 
ciencia ficción). 
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Todo lo que he relatado me lleva a 
preguntarme: ¿Quién organiza esta fase? 
¿Cuáles son los criterios para ofertarnos 
determinadas plazas durante la fase de 
refuerzo y sustitución? ¿Prima la voluntad 
formativa durante este periodo de tiempo? 
Y si me pongo mística, mis dudas crecen: 
¿existe alguna planificación cuando se 
ofertan plazas en la oposición con las 
necesidades reales de la judicatura? Y, 
estas circunstancias en las que nos hemos 
encontrado la promoción 68 (y anteriores), 
¿puede ser un problema a gran escala en la 
futura promoción 70 (con 300 plazas 
ofertadas)?


Sin embargo, sin animo de que estas líneas 
puedan ser interpretadas como una 
pataleta de una juez novata, estos meses 
(incluyendo esta fase de refuerzo y 
sustitución) han tenido cosas muy buenas. 
Evidentemente, los primeros pasos sin un 
soporte o seguridad del tutor son 
fundamentales. El empezar a dirigir solo los 
actos, afrontando los problemas que se 
plantean al momento no pudiéndolos 
discutir con nadie, revisando la norma y 

ponderando lo expuesto por las partes. 
Con esos nervios del primer momento, 
pero sabiendo que estas preparada y 
puedes hacerlo. Esos momentos, estoy 
convencida que son únicos, y te fortalecen 
como profesional. Esa duda, que al 
momento te agobia, y que habiéndola 
valorado y estudiado te parece una 
nimiedad, o bien una circunstancia que 
nunca se había planteado en prácticas y 
por lo tanto te permite aprender. Y esto 
último, te permite forjar criterio, aprender a 
valorar las posiciones de los compañeros 
buscando una visión crítica, y a ser 
consciente, enfrontándote directamente a 
la realidad, de que tu trabajo es necesario y 
que tienes que ofrecer tu mejor versión 
para dar un servicio público de calidad a la 
ciudadanía. 


Todo este camino de aprendizaje, pese a 
t r abas o rgan i za t i vas que pueden 
desalentar, es objetivamente bonito, duro, 
complicado a veces, pero sobre todo 
ilusionante y satisfactorio. Y como decía 
aquel: “ahí estamos…”. 
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“El mundo entero fluía, en este momento, 
en un único sentido”. André Malroux 

Un profundo silencio reinaba entre los 
refugiados. Yacían hambrientos en los 
campos, atenazados, moviéndose 
solamente para mordisquear alguna 
hierba. Sedientos, descansando sobre las 
rocas o vagando temblorosos sin rumbo 
con la mirada vidriada y perdida por la 
alucinación. Los muertos estaban 
esparcidos entre los enfermos, con los 
ojos abiertos al sol.


Entonces, unos cuantos aviones pasaron 
sobre nuestras cabezas. Brillantes 
aviones plateados: bombarderos italianos 
y Heinkels alemanes. Se lanzaron hacia la 
carretera y, como una maniobra de tiro 
rutinaria, sus ametralladoras trazaban 
dibujos geométricos entre los refugiados 
que huían…


Norman Bethune 

La mayoría eran huérfanos ya... pero de 
todos esos niños ninguno tan adorable 

como aquel grupito que tenía como 
cabeza de familia a una encantadora 
chiquilla de once años, Valeria García 
Vara, de Vélez Málaga. La metralla los 
había dejado huérfanos en medio del 
camino. Se hizo cargo de sus tres 
hermanos menores, incluso el niño de 
pecho que guardaba en sus frágiles 
brazos hasta que el socorro Rojo fue a 
recogerla en la cuneta en la que, 
probablemente se tumbó para morir”


Tina Modotti 

“Malagueños, maricones, ponedle 
pantalones a la luna”


Q u e i p o d e L l a n o , a l o c u c i o n e s 
radiofónicas previas a la ocupación de 
Málaga


El 17 de enero de 1937, Queipo de Llano 
inició las  operaciones militares para la 
o c u p a c i ó n d e l a f r a n j a c o s t e r a 
comprendida entre Algeciras y Motril. El 
objetivo militar era múltiple: aliviar la 
presión sobre Granada, reducir en más de 
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150 km la línea de frente, capturar el principal puerto sobre el 
mediterráneo y, especialmente, distraer efectivos de la defensa de 
Madrid sobre la que Franco ya se había estrellado en tres 
ocasiones; el objetivo político era otro: castigar a Málaga la roja, la 
ciudad que había conseguido sacar el primer diputado comunista 
en España y donde el movimiento obrero se había destacado por 
su actividad. Para ello, acababa de recibir unos refuerzos 
extraordinarios: 10.000 voluntarios fascistas italianos de la 
Misione Militare Italiana in Spagna, que  contaban  con   el   apoyo   
de la Aviación legionaria y la Agrupación de Carros de Asalto y 
Autos blindados italianos.


La operación se diseñó de forma envolvente: desde Estepona y 
Ronda, el Coronel Francisco Borbón y de la Torre avanzaría por la 
carretera costera y sus estribaciones; al norte, las fuerzas italianas 
distribuidas en tres columnas se abalanzarían por las principales 
carreteras, y al este, el resto de los tercios y tabores bloquearían 
la retirada ocupando Motril. Desde el mar, se contaba con los 
cruceros Canarias, Baleares y Almirante Cerveza, los cañoneros 
Cánovas y Canalejas, seis guardacostas y varios pesqueros 
artillados junto a los torpederos, submarinos y cruceros alemanes 
e italianos. Un cerco asesino cuya única salida era la carretera 
costera que unía Málaga y Almería por la que la población se 
precipitó sin escapatoria.


Tras el inicio de la ofensiva, el Ejército republicano, sin apenas 
adiestramiento, mal armado y peor dirigido, con un débil apoyo de 
la aviación y sin presencia de la flota, se desplomó tras una breve 
resistencia en las sierras de la Axarquía. El grueso de las tropas 
republicanas se dispersó por las sierras litorales y la carretera 
costera en dirección a Almería. 


El coronel Villalba, Jefe del Ejército del Sur y responsable de la 
defensa de la plaza, abandonó la ciudad precipitadamente el día 7 
de febrero junto a gran parte de las autoridades civiles y militares 
sin organizar la evacuación. La noticia no tardó en difundirse entre 
la población que, aterrada ante las amenazas radiofónicas de 
Queipo y las noticias que llegaban de los crímenes cometidos por 
los sublevados, inició una huida desesperada que colapsó la 
única vía disponible: la carretera de Málaga a Almería, que se 
transformó en una gigantesca trampa donde les esperaba el fuego 
de la flota franquista y de la aviación italo-germana.


A su llegada el día 8 de febrero, las tropas italianas encontraron 
una ciudad casi desierta: más de 150.000  personas habían 
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abandonado Málaga ante un terror 
justificado; en los días siguientes, el 
Ejército sublevado desató una terrible 
represión que se cobró más de 4.000 
víctimas y en la que tuvo un triste 
protagonismo el entonces fiscal Carlos 
Arias Navarro, cuya actuación  le hizo 
ganar el sobrenombre de Carnicerito de 
Málaga.


Tras más de 200 km de marcha a pie, los 
refugiados consiguieron llegar a Almería 
protegidos por los batallones de las 
Brigadas Internacionales; otros muchos, 
entre 5000 y 10.000, murieron en la 
carretera o en la represión inmediata 
desatada sobre ellos. Como colofón a su 
padecimiento, el día 12, cuando la ciudad 
se encontraba abarrotada de refugiados, la 
aviación sublevada arrojó 40 bombas sobre 
ellos, produciendo 50 muertos y decenas 
de heridos. Desde aquí, miles de personas 
fueron distribuidas por toda la España 
republicana en un exilio del que muchos no 
volvieron.


Desde hace trece años, cada mes de 
febrero, las asociaciones memorialistas de 
las provincias de Málaga, Granada y 
Almería recorremos algunos tramos de esta 
carretera exigiendo Verdad, Justicia y 
Reparación para las víctimas. En 2017, en 
el 80 aniversario de esta masacre, todas 
estas organizaciones consensuamos un 
manifiesto y unas peticiones mínimas a las 
instituciones que incluyen: 


1. Que sea reconocido que la persecución 
y los múltiples asesinatos ejecutados 
durante la  huida de la población civil 
desde Málaga a Almería entre el 7 y el 
12 de febrero de 1937 son constitutivos 

de Delitos de Lesa Humanidad, por 
tratarse de un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil 
que suponga asesinato, deportación o 
traslado forzoso de la población, 
desapariciones forzadas y persecución 
de un grupo o colectividad por motivos 
políticos, raciales, nacionales, étnicos, 
culturales o religiosos, tal como se 
establece en el  Estatuto de Roma por 
e l que se crea la Cor te Pena l 
Internacional. 


2. Que se  cumplan los tres mandatos 
fundamentales del cuerpo de doctrina 
internacional contra la impunidad de los 
delitos de lesa humanidad: derecho a 
saber la verdad, derecho a la justicia y 
reparación suficiente a las víctimas. 
Estas tres obligaciones de los Estados 
constituyen la esencia y el compromiso 
con el derecho internacional de los 
derechos humanos. La impunidad 
constituye una infracción flagrante de 
las obligaciones internacionales de los 
Estados según el derecho internacional 
de los derechos humanos. 


3. Que sea asumido que los hechos que 
se produjeron en la hu ida son 
c o n s t i t u t i v o s d e e j e c u c i o n e s 
ex t r a j ud i c i a l es , depo r t ac iones , 
desapariciones forzadas y exterminio 
enmarcados en un ataque sistemático 
contra la población civil (art. 7 Estatuto) 
por lo que todas las autoridades tienen 
la obligación de investigar y depurar los 
hechos sucedidos.


4. Que el gobierno de España asuma la 
obligación de cooperar con la justicia 
argentina donde se trata la única causa 
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abierta en estos momentos sobre estos crímenes contra la humanidad, en 
aplicación del principio de jurisdicción universal (art.23 LOPJ).


5. Que el Parlamento y el Gobierno andaluz tienen el deber de memoria hacia las 
víctimas y  es preciso su reconocimiento solemne y público. 


6. Que es urgente la elaboración de un censo oficial de víctimas y desaparecidos 
del crimen de la carretera de Málaga-Almería,  de acceso público. Asimismo, el 
poder público andaluz debe acometer la tarea de realizar un mapa de fosas de La 
Desbandá, que incluya las rutas interiores alejadas de la costa, y un plan 
sistemático de exhumaciones. 


7. Que se cree un Centro Memorial de la Huida de Málaga a Almería, con 
proyección social y educativa -tal y como se ha hecho en otros territorios 
europeos en los que la población civil ha sufrido violaciones masivas de 
derechos- como toma de conciencia de las nuevas generaciones de lo que 
supuso la violencia y el militarismo antidemocrático. Es el deber de memoria para 
evitar la repetición de hechos similares.


8. Que se dote de recursos necesarios a la Ley de Memoria Histórica y Democrática 
de Andalucía  para que sirva de impulso fundamental y definitivo para llevar a 
cabo estas reivindicaciones, junto a otras posibles y necesarias, como seguir 
señalizando como Lugares de Memoria determinados espacios vinculados a la 
Huida, de especial significación por los episodios de represión o resistencia que 
en ellos tuvieron lugar. 


9. Que se reivindique la memoria de las víctimas de la carretera de Málaga a Almería 
como ejemplo de resistencia ante la barbarie y de lucha por los valores que 
salvaguardan la dignidad inherente a todo ser humano: Igualdad, Justicia, 
Libertad.
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J U E Z A S Y J U E C E S P A R A L A 
D E M O C R A C I A f o r m a p a r t e d e l a 
Asociación de Magistradas/os - jueces/zas 
y fiscales-  Europeos por la Democracia y la 
Libertad ( MEDEL) . MEDEL está constituida 
por 21 asociaciones progresistas de 
jueces /zas y fiscales y representa a 15000 
jueces/zas y fiscales de 15 Estados 
Europeos. Su objetivo es velar por el 
respeto a los derechos fundamentales y al 
estado de derecho de las sociedades 
democráticas 


Desde MEDEL con la finalidad de  abordar 
temas relevantes  a nivel europeo atendida 
l a concu r renc ia de e l ecc iones a l 
Parlamento  de la UE se han organizado 
cuatro sesiones de conferencias en 
diferentes ciudades europeas  que a su vez 
sirven para rendir homenaje al juez turco  
MURAT  ARSLAN  condenado  a diez años 
de prisión por Sentencia de 18 de enero de 
2019. MEDEL otorgó en 2017 el premio 

VA C L AV H AV E L  d e D E R E C H O S 
H U M A N O S a M U R A T A R S L A N  
enca rce l ado po r su l ucha po r l a 
independencia, la justicia y la libertad. 
Arslan era  el presidente de la asociación 
turca de magistrados Yarsaw , disuelta por 
el Gobierno de Turquía. 


Las fechas y los temas de las 4 
conferencias son: 1 de marzo en Roma, 
Inmigración, 8 de marzo, en Berlín, 
Democracia y Auge del populismo, 15 de 
marzo en Atenas :,Austeridad y derechos 
sociales y 22 de marzo en  Varsovia, Estado 
de Derecho . A l a p r imera de las 
conferencias que coincidía con la última 
reunión de MEDEL  asistió Ana Castán en 
nombre y representación de JJpD. Las 
brillantes  exposiciones sobre Inmigración 
se insertaron en el XXII Congreso Nacional  
de la Asociación italiana Magistratura 
Democrática que  precisamente tenía como 
eje conductor “El juicio a la Europa del 

MEDEL 
Ana Consuelo Castán Hernández 
Magistrada. Miembro del Secretariado de Juezas y Jueces y para la 
Democracia
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populismo” y que de forma valiente se 
publicitaba con una viñeta en la que un 
magistrado ofrece su toga para dar abrigo 
a un migrante llegado del mar bajo la 
rúbrica “ de la parte de los hundidos”.  Las 
conferencias organizadas por MEDEL y 
dedicadas a MURAT ARSLAM, bajo el 
título de “ la política sobre la inmigración 
por una Europa del derecho y la 
solidaridad” contaron con la magnífica 
introducción de Nando Sigona profesor de 
la Universidad de Brimingham  experto en 
m i g r a c i o n e s i n t e r n a c i o n a l e s y 
desplazamientos forzosos, la  intervención 
de D. Laura Boldrini ex presidenta de la 
Cámara y diputada de LeU, Monica 
Frassoni Co-Presidenta de l Partido Verde 
Europeo, D. Riccardo Magi Diputado de 
Piu Europa, David Sassoli Vicepresidente 
del Parlamento Europeo, Elly Schein 
europarlamentaria del grupo Alianza 
progresista del socialismo y de la 
democracia  y concluyó con las sublimes 
palabras de Luigi Ferrajoli profesor emérito 
de filosofía del Derecho de la Universidad 
de Roma. Luigi Ferrajoli mostró su 
preocupación por la deriva populista, 
antipolítica y xenófoba  y por la crisis de 
las democracias constitucionales  de las 
cuales  considera son ejemplo la política 
de cierre de fronteras y la negación de la 
dignidad del migrante. Por ello señaló en 
su conferencia que “ la cuestión migratoria 
pone a prueba todos los valores que 
establece la Constitución y la  Carta de 
derechos fundamentales de la Unión 
Europea”. A su vez subrayó que el impedir 
que los barcos de salvamento llegaran a 
un puerto seguro vulneraba normes 
internacionales, el convenio de Hamburgo 
de salvamento marítimo de 27 de abril de 
1979 así como el deber de socorro. Y 
propugna como labor de los juristas 
denominar esta política como lo que es , 

“una violación masiva de los derechos 
humanos“ y que se debe “provocar 
vergüenza en la conciencia social “al saber 
todos que “esta política causa muertes”. 
Por último señaló que el derecho a emigrar 
se encuentra reconocido en el artículo 13.2 
y 14 de la DUDH y en el artículo 12.2 del 
Pacto por los Derechos civiles y políticos 
de 1966  y es el más antiguo derecho 
fundamental formulado a finales del siglo 
XVI por Francisco de Vitoria para sostener 
la conquis ta de l “nuevo mundo“. 
Concluyendo que el derecho a emigrar 
debe ser un pilar constitucional puesto que 
la alternativa es un futuro de regresión 
global  y de explosión de la desigualdad, el 
racismo y la inseguridad. Cuando se 
celebren el resto de conferencias MEDEL 
elaborará un documento que recoja las 
conclusiones esenciales de las mismas, 
extrayendo las ideas principales y las 
posibles propuestas con el fin de 
trasladarlo a los Estados Miembros y a la 
Unión Europea. 


MEDEL  fijó el día 23 de mayo, aniversario 
del asesinato de Giovanni Falcone por la 
Mafia en 1992, como el día de la 
independencia judicial. Es un día dirigido a 
reflexionar sobre la necesidad de una 
justicia independiente y eficaz como eje 
para la salvaguarda de las libertades y 
d e r e c h o s f u n d a m e n t a l e s d e l o s 
ciudadanos europeos.  MEDEL constata la 
necesidad de proteger la independencia 
judicial y ha mostrado su rechazo a 
cualquier forma de manipulación por parte 
de las autoridades gubernativas y contra 
los proyectos de reformes legislativas que 
conllevan un intento de control del poder 
judicial  bien a través de nombramientos 
sin transparencia , cambios en las normes 
sobre j ub i l ac ión que vu lne ran l a 
inamovil idad de los magistrados y 
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modificaciones en las formes de acceso a la carrera judicial. En la 
última reunión de MEDEL en Roma se determinó como acción para 
el día 23 de mayo la publicación de un e-book “Letters from the 
Turkish Judiciary” en todas las lenguas posibles con los 
documentos relativos al enjuiciamiento y condena del juez MURAT 
ARSLAM, como símbolo de la lucha de la independencia judicial. 


En la reunión celebrada el 2 de marzo se trataron también temas  
relacionados con la situación de la justicia en Montenegro, 
Rumanía, Portugal y Polonia, entre otros. Al hilo de lo anterior 
MEDEL apoya a la Comisión Europea en su intención de llevar al 
Gobierno ultraconservador de Polonia ante el TJUE por vulnerar el 
articulo 19(1) del Tratado Sobre la Unión Europea en relación con el  
artículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea. Y ello en tanto que la entrada en vigor de la nueva 
legislación sobre el Tribunal Supremo de Polonia aprobada por el 
Parlamento permitirá que el partido en el poder controle el poder 
judicial y que al producir cambios sobre las normas de jubilación un 
gran número de los jueces del Supremo tendrán que jubilarse entre 
ellos su presidenta a pesar de que los seis años de su mandato 
están fijados en la Constitución. En cuanto al informe sobre la 
situación de la justicia en España se acordó que se llevará a cabo 
en la siguiente reunión al haberse desconvocado las movilizaciones 
dada la convocatoria de Elecciones Generales. Se interesó por parte 
de una nueva asociación italiana, AREADG, el ingreso en MEDEL y 
se acordó invitarlos a la próxima reunión de MEDEL para explicar 
sus objetivos. También se solicitó  la entrada en  MEDEL por una 
nueva organización turca Turkish Syndicate que se abordará en el 
próximo meeting. 


Por último se fijaron las fechas y temas a abordar en las futuras 
reuniones. El  22 de junio se hará  en Praga y el día anterior se 
llevarán a cabo conferencias sobre el “síndrome de bornout y el 
estrés en la magistratura”. El 9 de noviembre se celebrará el 
meeting de MEDEL en Santiago de Compostela y el día anterior se 
organizará una sesión sobre “la igualdad de género en la 
Magistratura”. En cuanto a esta última jornada desde JJpD se 
puede proponer una intervención así que si hay alguna persona 
interesada que lo comunique al Secretariado para realizar las 
gestiones pertinentes. También se podrá asistir como público, 
cuando se tenga mayor detalle sobre la jornada lo enviaremos a la 
lista general. A su vez para su organización se remitirá un 
cuestionario a cada una de las asociaciones nacionales.
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Los pasados 14 y 15 de febrero 
celebramos en Madrid nuestras Jornadas 
sobre prioridades y retos de un nuevo 
Consejo General del Poder Judicial. La 
reunión era clave para valorar lo que hasta 
l a f e c h a s e h a d e s a r r o l l a d o o 
implementado en el indicado órgano de 
gobierno de juezas y jueces, con especial 
atención a aquellas iniciativas en las que 
tomaron parte vocales pertenecientes a 
JJpD. Pero también era esencial valorar 
qué se puede y se debe hacer de cara al 
futuro desde el Consejo, y singularmente 
qué línea de actuación deberían seguir 
quienes resultaran nombrados vocales, 
tras la renovación del CGPJ, después de 
haber expirado los mandatos de las y los 
actuales vocales de la institución.


Para ello se contó con las exposiciones de 
antiguos vocales del Consejo, pero 
también se escuchó a quienes a fecha 
actual son candidatos y candidatas al 
CGPJ con el aval de JJpD.


Por quienes han desempeñado el cargo de 
vocal se ahondó en la idea de los 
diferentes cambios que ha vivido la 
institución tras sucesivas reformas 
l e g i s l a t i v a s , q u e h a n a c a b a d o 
d e s e m b o c a n d o e n e l s i s t e m a 
presidencial ista por el que se ha 
caracterizado el último Consejo y que ha 
llevado a la actual situación de desencanto 
con la institución. Todos ellos coincidieron 
en la necesidad de independencia que 
precisan aquellas personas que son 
nombradas vocales del CGPJ para un 
adecuado desempeño de sus funciones.


También son destacables los logros 
alcanzados en épocas en las que 
miembros de JJpD han sido vocales. Entre 
los más destacables se encuentran la 
creación de la Comisión de Igualdad y del 
Observatorio sobre la Violencia de Género. 
También se destacó el impulso a los 
gabinetes de prensa o la creación de la 
REDUE y la REJUE.
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Estos compañeros y compañeras también subrayaron que el Consejo 
General del Poder Judicial debe ser una institución cercana a los integrantes 
de la carrera judicial, así como deben desplazarse a las diferentes 
Comunidades Autónomas, para conocer de primera mano los problemas 
que puedan acuciar a juezas y jueces en cada una de ellas. En este 
contexto, evocaron las ya suprimidas Delegaciones Territoriales.


Ya para terminar se habló de la necesidad de ampliación de la planta judicial 
y de las dificultades que ha supuesto en ocasiones la creación de nuevos 
órganos judiciales, especialmente en contextos de crisis económica.


En cuanto a las propuestas de quienes optan a ser nombrados vocales del 
CGPJ con el aval de la Asociación, se puso en valor la elaboración de una 
serie de compromisos, que fueron suscritos por las candidatas y candidatos, 
al tiempo que se destacó que la experiencia del último CGPJ, en el cual los 
vocales apenas han tenido capacidad de decisión, no ha sido positiva.


Las principales propuestas que se lanzaron giraron en torno a la acción 
disciplinaria que desarrolla el Consejo, cuyas últimas políticas han resultado 
perjudiciales para la carrera judicial; y en materia de nombramientos, donde 
ni siquiera se ha venido respetando el principio de paridad,  ni la pluralidad 
existente en la carrera judicial, y en los que debe primar el principio de 
mérito y capacidad. Sobre estos puntos se recordó que el CGPJ debe ser 
garante de la independencia judicial, y se recordó que en ocasiones la labor 
de jueces y juezas no se ha visto amparada por el Consejo.


También se hizo hincapié en la situación de las nuevas promociones, 
abocadas a figuras como el JAT o el JED-JAT en muchas ocasiones, y cuyo 
funcionamiento debe regularse de forma más pormenorizada, cerrando 
espacios a la discrecionalidad en materias como la adscripción de esto 
compañeros y compañeras.


Las propuestas giraron también en torno a la ampliación de la planta judicial 
y a la fijación de unas adecuadas cargas de trabajo.


Todos ellos expresaron igualmente que quienes desempeñen funciones de 
vocal con el aval de JJpD deben ser cercanos a la asociación e intentar 
acudir a Congresos con la finalidad de dar a conocer aquello que se ha 
gestionado o que se ha realizado en la institución, y para recabar la opinión 
de asociados y asociadas.


Todas estas experiencias supusieron la posibilidad de conocer qué se puede 
hacer en el CGPJ, qué experiencias fueron positivas y qué ha resultado 
negativo hasta la fecha, al tiempo que supuso identificar los actuales 
problemas de la carrera judicial, así como las líneas de actuación que 
debería tener el nuevo CGPJ, con el objeto de paliar dicha problemática.
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Los días 31 de enero y 1 de febrero de este 
año la comisión penal celebró sus jornadas 
anuales en Tarragona, en un espacio tan 
singular y privilegiado como el Seminari, 
que forma parte del conjunto histórico de la 
localidad, gracias al esfuerzo organizativo 
de  nuestr@s compañer@s, y, en especial, 
del Presidente de su Audiencia Provincial, y 
compañero, Javier Hernández, quien 
protagonizó la bienvenida, así como de 
nuestra Oficina Técnica que hace que todo 
sea posible.


Las jornadas se desarrollaron bajo el título 
“LAS LEYES PENALES EN BOCA DE LOS 
J U E C E S : M O N T E S Q U I E U 
DECONSTRUIDO”. 


En el prólogo de Perfecto Andrés Ibáñez 
“Rescate y reivindicación del penalista 
olvidado” a la obra de Dario Ippolito, “El 
espíritu del garantismo. Montesquieu y el 
poder de castigar”, se destaca el nexo 
entre la libertad del individuo y la bondad 
de las leyes penales, como una aportación 
central de este pensador moderno que 
encierra un autént ico compromiso 
profundamente constitucional. Asimismo, 
se reivindica la importancia de recuperar 
los principios -principio de legalidad, 
certeza del derecho, división de poderes, 
independencia judicial…- tan maltratados 
actualmente en un contexto histórico 
caracterizado por la involución autoritaria 
de la legislación penal y la degradación 
neoinquisitiva del proceso que le sirve de 
cauce, como dice Perfecto. Las jornadas 
se estructuraron sobre la   base de seis 
mesas redondas, en las que analizamos y 
debatimos diversos temas con el objetivo 
de contrastar, 270 años después de la 
publicación de Montesquieu, la vigencia de 
los principios enunciados por él a fin de 
i d e n t i fi c a r a q u e l l a s p r á c t i c a s o 

Jornadas de la Comisión de 
Penal 

Yolanda Rueda Soriano

Magistrada. Coordinadora de la Comisión de Penal
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interpretaciones incompatibles con esos 
principios. Todo ello, con miras a formular 
r e s p u e s t a s t e ó r i c a s y p r á c t i c a s 
institucionales conformes con aquéllos. 


Durante las jornadas abordamos las 
fricciones que plantean los delitos de odio 
con el derecho fundamental a la libertad de 
expresión, y cuál ha sido el tratamiento, no 
uniforme, de la jurisprudencia. Asimismo, 
  se defendieron tanto la propuesta de 
despenalización de estas conductas como 
la su mantenimiento pero con reformas en 
la regulación, así como los puntos de 
encuentro entre una y otra propuesta.  Se 
trataron también los problemas que surgen 
en el día a día de los juzgados de primeros 
dest inos, ya sean de instrucción, 
enjuic iamiento (penales) o mixtos, 
abordándose temas como los plazos de 
instrucción del artículo 324 Lecrim, 
internamientos de extranjeros, cuestiones 
que surgen en los juicios penales, medios 
d e i n v e s t i g a c i ó n t e c n o l ó g i c a o 
transcripciones de declaraciones hechas 
en instrucciones. Igualmente, nos 
aproximamos a la justicia restaurativa y se 
presentó la experiencia piloto de mediación 
penal que se está llevando a año en las 
secciones 3ª y 10ª de la Audiencia 
Provincial de Barcelona, como métodos de 
resolver los conflictos y reestablecer la paz 
social mediante el diálogo y de modo 
reparador. Otra mesa redonda analizó la 
Ley del Jurado bajo el prisma actual, 
pon iéndose de re l ieve cuest iones 
problemáticas que presenta y cómo 
deberían ser las reformas que serían 
aconsejable acometer.  Y otro gran espacio 
fue destinado a abordar los nuevos retos 
en la escenografía del juicio oral, en el que 
queda tanto aún por hacer en la 
consecución de un modelo procesal penal 
comprometido con los principios de 

equidad, dignidad y para la protección de 
los derechos de todo/as. En la misma 
mesa, y al hilo de la importante sentencia 
del Tribunal Constitucional 21/2018, se 
abordó el derecho de defensa y sus 
implicaciones al acordar o mantener la 
privación cautelar de libertad, dejando 
sobre la mesa cuestiones sumamente 
interesantes, como la imparcialidad judicial 
objet iva y subjetiva o el principio 
acusatorio a la hora de adoptar la prisión 
preventiva.  


 Por último, me gustaría destacar la mesa 
“Luchando por los derechos humanos” en 
la que con Joaquín González, profesor y 
traductor de la obra “Raphael Lemkin: 
totalmente extraoficial, autobiografía”, y 
con nuestro compañero José Ricardo de 
Prada, reflexionamos y debat imos 
colectivamente sobre la persecución del 
  genocidio, término que acuña Lemkin, y 
sobre la situación y el estado actual de los 
derechos humanos y de l derecho 
i n t e r n a c i o n a l , a s í c o m o t a m b i é n 
comentamos aspectos de la STC 
140/2018.


  Para finalizar, quiero agradecer a lo/as 
compañero/as, María del Prado Escoda, 
Sonia Nuez, Celia Valdivia, Montserrat 
Comas, José Luis Ramírez, Joaquín 
González, José Ricardo de Prada, Carme 
Guil, Iñaki Subijana, Javier Hernández, 
Ignacio Sánchez Yllera, Luciano Varela, 
Juanjo López Ortega y Eduardo Navarro, 
por su implicación y generosidad al 
c o m p a r t i r c o n n o s o t r o s / a s s u s 
experiencias, conocimientos, dudas… Y 
sobre todo a lo/as miembros de la 
comisión penal por estar siempre y porque 
sin ello/as nada de esto sería posible. 


Os emplazo en Sevilla para las próximas.
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Jornadas de la Comisión de 
Privado  

Los pasados 28 febrero y 1 marzo de 2019 se 
ha celebrado una nueva jornada anual de la 
Comisión de Derecho Privado de Juezas y 
Jueces para la Democracia en Murcia. Este 
encuentro complementa el contacto virtual 
que mantenemos cotidianamente para debatir 
temas de actualidad y problemas que se 
presentan en el ejercicio de la jurisdicción. 


Este año la actividad tuvo lugar en la moderna 
Ciudad de la Justicia de Murcia. Allí el 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
Miguel Pascual del Riquelme, el Presidente de 
la Audiencia Provincial, Miguel Ángel Larrosa y 
el Decano de la judicatura en Murcia, Lorenzo 
Hernando Bautista, inauguraron las jornadas, 
facilitando el uso de las instalaciones 
formativas del moderno complejo judicial 
murciano. 


Como en ocasiones anteriores dinamizaron el 
debate diversas ponencias que abrieron el 
posterior debate. En primer lugar Miguel Ángel 
Larrosa, presidente de la Audiencia Provincial 
de Murcia, realizó una primera aproximación a 
la Ley de Contratos de Crédito Inmobiliario, 
tema de absoluta actua l idad por la 
p r o l i f e r a c i ó n d e r e c l a m a c i o n e s d e 
consumidores frente a cláusulas abusivas. 
Destacó que el ámbito subjetivo superaba la 
noción de consumidor para aludir a personas 
f í s icas , e l nuevo repar to de gastos 
hipotecarios, el valor documental de los 
cuerpos de escritura que se realizarán en las 
notarías o la revitalización del incidente para 
denunciar cláusulas abusivas que contienen 
sus Disposiciones Adicionales. 


En la misma jornada Pi lar Ledesma, 
Magistrada de la Audiencia Provincial de 
Barcelona trató sobre “El desistimiento en el 
contrato de arrendamiento de local de 
negocio”. Esa tarde Ana Rincón Varona, Juez 
del Juzgado de 1ª Instancia de Barakaldo 
trató de la “La atribución del uso de la 
vivienda familiar”. Y para concluir la jornada, 
Jordi Seguí, Magistrado del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña expuso su visión 
sobre “Los baremos indemnizatorios de daños 
y perjuicios”. En todos los casos tras la 
exposición tuvo lugar un amplio debate en el 
que se pusieron en común opiniones y  
experiencias jurisdiccionales. 


Tras una tarde-noche en la zona más animada 
de Murcia, al día siguiente continuó la jornada 
y se trató por Edorta Etxarandio, Magistrado 
de la Audiencia Provincial de Navarra, la 
controvertida aplicación de la “Exoneración 
del pasivo insatisfecho” y la segunda 
oportunidad en la insolvencia de las personas 
físicas. Durante el debate se pusieron de 
manifiesto las dificultades legales y prácticas 
con que las personas insolventes se topan 
cuando intentan alcanzar el objetivo de la 
liberación de deudas.  Finalmente la jornada 
concluyó con una ponencia que la Magistrada 
de 1ª Instancia de Madrid, Ana Yraola, sobre 
“Cuestiones de actualidad en materia de 
Derecho Internacional Privado”. 


El próximo año esperamos repetir esta reunión 
con otros temas de interés y el mismo éxito 
que el habido en Murcia. 
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¿Cómo crees que te ha influido, tanto a 
nivel personal, como profesional, la 
pertenencia a JJpD? 

Ingresé en la carrera judicial hace ya más 
de 25 años y desde el principio tenía claro 
que mi asociación profesional sería la 
entonces l lamada Jueces para la 
Democracia. El tremendo volumen de 
trabajo que tuve en mi primer destino y la 
falta de contacto con los compañeros que 
ya formaban parte de ella, hizo que me 
asociase cuando ascendí a magistrada y 
estaba destinada en Barcelona. Aún ya 
asociada y como lo del volumen de trabajo 
sigue siendo una constante hasta el día de 
hoy, tardé en mantener un contacto más 
vivo con los compañeros asociados y fue 
una revelación para mí la riqueza de su 
debate cuando asistí a mi primer congreso, 
el que se celebró en la ciudad de Granada 
en el año 2005. Desde entonces, he 
procurado asistir a todas las actividades de 
l a asoc iac ión y de hecho ya fu i 
coordinadora de la sección territorial de 

Andalucía Oriental en un periodo anterior. 
La asoc iac ión me ha enr iquec ido 
personalmente a través de la amistad de 
compañeros y compañeras que comparten 
la consideración de que nuestra actividad 
es, sobre todo, un servicio público en un 
Estado de Derecho como el nuestro e 
indudablemente también desde el punto de 
vista jurídico a través, no sólo de las 
magníficas aportaciones de la Comisión 
Penal, sino también a través de la revista y 
los boletines.


Como coordinación de una Sección 
Territorial, ¿cuáles son los retos más 
importantes que abordas en este 
momento? 

Ahora, he retomado la coordinación de la 
sección territorial desde mediados del mes 
de enero de este año, de nuevo con ilusión, 
aunque esperando que los compañeros 
más jóvenes se animen a participar 
activamente en la vida asociativa para que 

Entrevista a 
Isabel 
Tobeña, 
nuestra 
coordinadora 
de Andalucía 
Oriental 
Magistrada. Juzgado de Instrucción nº 13 
de Málaga
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todos juntos intentemos dar mayor 
visibilidad a nuestra actividad diaria y 
también con la intención de preparar 
jornadas y encuentros que sobre los temas 
más candentes de la actualidad y que nos 
afectan a todos, se nos vayan ocurriendo 
en este tiempo. Y ya que cito a los 
jóvenes, me gustaría encontrar la forma de 
atraer a otros compañeros de las últimas 
promociones para que conociesen la 
asociación y se animasen a unirse a 
nosotros, ya que, pese a que el territorio 
andaluz cuenta con 85 partidos judiciales, 
somos muy pocos los jueces asociados a 
JJPD. Así que, indudablemente los retos 
más importantes ahora son los de estar 
más presentes en los medios y más cerca 
de los compañeros y trabajar para que no 
se pierda de vista la importancia de los 
derechos conseguidos en un tiempo en el 
que se alzan voces que pretenden el 
retroceso en los derechos y libertades tan 
trabajosamente conseguidos. 


Tenemos un problema derivado de la 
ausencia de nuevas afiliaciones, sobre 
todo entre la gente de las nuevas 
promociones. ¿Cómo piensas que se 
podría mejorar en ese sentido? 

Creo que es importante de cara a lograr 
mayores afiliaciones entre los compañeros 
y compañeras de las nuevas promociones 
un trabajo activo por parte de la 
asociación y el secretariado en la escuela 
judicial, ya que, es allí donde podemos 
dirigirnos a todos, puesto que, una vez 
que inician su actividad jurisdiccional en 
los distintos órganos es más difícil poder 
contactar con ellos. Considero muy 
importante que los compañeros conozcan 
los fines de nuestra asociación, entre los 
que destacaría la contribución decidida a 

la promoción de las condiciones que 
hagan efectivos los valores de libertad, 
justicia, igualdad y pluralismo político que 
la Constitución proclama y ello para 
reforzar el Estado Social y Democrático de 
Derecho y la defensa de los derechos 
humanos universalmente reconocidos, 
además de promover la satisfacción del 
derecho fundamental a la justicia y trabajar 
en el valor de independencia del Poder 
Judicial. Al mismo tiempo, resulta 
fundamental la defensa de los intereses 
profesionales y la reivindicación de las 
mejores condiciones posibles de trabajo 
en el ejercicio de nuestra función, pues 
ello, redundará indudablemente en un 
trabajo de mayor calidad, más cercano al 
c i u d a d a n o y a y u d a r á a q u e l a 
consideración del servicio público de 
justicia sea visto por la sociedad con 
mayor satisfacción.


¿Has pensado en hacer a lguna 
actividad, como ST, en los siguientes 
meses? 

Hace pocos días se puso en contacto 
conmigo el Director General de Justicia 
Juvenil y Cooperación de la Junta de 
Andalucía para comentarme su interés en 
que las asociaciones profesionales 
par t ic ipemos en la fo rmac ión en 
perspectiva de género y quizá sea ésta 
una de las actividades iniciales que 
llevemos a cabo como asociación ya que 
el tema es de indudable trascendencia y 
de hecho, el Consejo General del Poder 
Judicial ya ha aprobado el diseño de un 
curso de formación sobre perspectiva de 
género cumpliendo así con el pacto de 
Estado contra la violencia doméstica y de 
género y con el requisito obligatorio para 
acceder a las pruebas de cualquier 
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especialidad tras la reforma de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.


¿Cómo se despliega la relación entre la 
ST y el resto de asociaciones judiciales? 

Llevo ya bastantes años trabajando en 
Málaga, así que, conozco a bastantes 
compañeros de la provincia y la relación 
con qu ienes t ienen func iones de 
responsabilidad en otras asociaciones 
judiciales siempre ha sido fluida. Me toca 
ahora reactivar esas relaciones para, de 
cara al próximo gobierno, insistir en las 
reivindicaciones que movilizaron a gran 
parte de los miembros de la carrera el año 
pasado y por cuya  consecución debemos 
seguir trabajando, pues, los 14 puntos 
reivindicativos que consensuamos cuatro 
asociaciones profesionales de jueces y 

tres de fiscales tienen como objetivo último 
mejorar la calidad de nuestra función.


¿Y con otros colectivos sociales? 

Creo que una de las características de 
nuestra asociación es el interés por ser 
visibles en ámbitos no estrictamente 
relacionados con nuestra actividad 
jurisdiccional y por eso me propongo 
mantener contactos con la universidad, 
con organizaciones de defensa de 
derechos humanos, con organizaciones de 
asistencia y defensa de los inmigrantes, de 
memoria histórica.... en fin, todas aquellas 
que promuevan los valores a los que antes 
me he referido y tal y como señalan 
nuestros estatutos, especialmente cuando 
tengan por objeto la defensa de grupos de 
personas socialmente desfavorecidas.
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“Gracias, amigos, por haberme esperado tan pacientemente. La 
culpa de este retraso es de mis asuntos, no mía”. 


(Lorenzo en El mercader de Venecia, William Shakespeare).


Toda causa produce un efecto. Una escena puede anudar a un disparo una muerte. Algunos 
autores, como Bresson, pueden mostrar el efecto en primer lugar, obligando a la inteligencia 
del espectador a entrar en juego, manteniéndole así enganchado a la trama. Como afirma 
en sus Notas sobre el cinematógrafo, se nos desvelará el motivo de la alegría en la cara del 
hombre cuando veamos posteriormente a su mujer y a su hijo pequeño correr hacia él. Por 
unos segundos el espectador ha tenido que preguntarse el motivo de una expresión 
inicialmente descontextualizada.


Causas y efectos (en ese orden) pueden también ser contemplados desde la perspectiva de 
la historia que cuenta la película, no de sus planos, escenas o secuencias. Los actos de los 
personajes tienen unas consecuencias. Desde esta perspectiva, el derecho es normalmente 
reflejado por el cine como una máquina implacable que se muestra incapaz de ofrecer una 
respuesta que recoja los matices, los hechos, las motivaciones personales… en definitiva, 
las circunstancias que la historia ha mostrado. La empatía que el público ha ido 
estableciendo con los personajes entra en disonancia con la reacción que el Estado, a 
modo de leviatán omnipotente hobbesiano, ofrece por medio del derecho. Derecho no es 
igual a justicia. Al menos nunca del todo.


El hecho de que la ley se erija como parte de la trama no implica necesariamente que la 
película deba ser denominada como jurídica, de tribunales, o cualquier otra calificación que 
determine el género. La ley entra en escena porque ofrece las reglas de convivencia. Una 
mayor o menor agresión a esa convivencia, o la necesidad de solucionar un conflicto, 
activan el mecanismo. En Kramer contra Kramer (Kramer versus Kramer, Robert Benton, 
1979), tras la ruptura matrimonial entre Dustin Hoffman y Merryl Streep, ella se marcha de 

La imagen del 
derecho en el 

cine: La justicia 
implacable 

Javier Carazo Rubio
Magistrado del Juzgado de lo Social nº20 de Madrid
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casa, y queda el padre a cargo del hijo, a quien, en un principio, no sabe cuidar. Una 
sucesión de escenas, que conforman aproximadamente la mitad del metraje, muestran su 
lucha por hacerse cargo de la situación y el vínculo que va creando con el chico. Avanzada 
la trama, la madre vuelve a entrar en escena: reclama la custodia. Se puede empatizar con 
ella –pues se ha divorciado de un marido que no era capaz de darle lo que ella 
necesitaba-, pero esto no cambia el hecho de que los dos merezcan un juicio justo en el 
que se analicen sus posturas y se decida sobre la custodia del menor. La película muestra 
muy pronto que el marido tiene la batalla perdida. La custodia es para la madre según una 
aplicación de reglas que el derecho considera objetivas. 


Con la legislación de hoy día se hubiera optado por la custodia compartida, pero lo 
relevante es que, a la vista de los datos que el guionista ha decidido ofrecer al espectador, 
la decisión del tribunal no es justa. Solo el giro final –la madre se arrepiente y decide que 
sea el padre el que se quede con el niño- evita un resultado que el espectador no puede 
concebir. 


https://www.youtube.com/watch?v=0jXwg8gBuQ0 


Krzysztof Kieslowski creó a finales de la década de 1980 su majestuoso Decálogo. 
Producido para televisión, los diez capítulos establecen una particular visión sobre los diez 
mandamientos. Para el quinto y el sexto realizó una versión extendida. En No matarás 
(Krótki film o zabijaniu, A Short Film About Killing, 1988), el castigo, el origen del mal, la 
pena de muerte, la prevención del delito y otras cuestiones de tipo moral y jurídico salen a 
la luz por medio de un montaje paralelo según el punto de vista de tres personajes: la 
víctima (un taxista que lava su coche y empieza la jornada), el asesino (que vaga por la 
ciudad) y un abogado (que aprueba el examen para ejercer). Los destinos de los 
personajes se cruzarán cuando Jacek pare el taxi y, en un no lugar, mate sin aparente 
motivo al conductor. Pese a que Kieslowski lo haya mostrado como un hombre sin 
escrúpulos, no hay justificación para su salvaje asesinato, que es mostrado con toda 
crudeza. La secuencia -que comienza con el plano corto de unas manos que sujetan una 
cuerda en el asiento trasero, el posterior estrangulamiento y la ejecución final, piedra en 
mano- tiene una extensión de más de 7 minutos. Como en Crimen y castigo, se elimina a 
un personaje molesto para la sociedad, pero si en la novela de Dostoievski tal motivación 
es consciente, convirtiendo a Raskolnikov en un trasunto de superhombre nietzschiano, la 
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marginación social, la apatía, incluso podría decirse que una profunda 
tristeza –la tristeza del país-, convierten a Jacek en asesino. 


El abogado Piotr, en las primeras escenas, ante el tribunal que lo 
examina para ser colegiado, responde a la pregunta de por qué quiere 
ser abogado: “Quieren que conteste lo que pienso o lo que hay que 
decir?”, y expone la función social del abogado, el modo en el que el 
ejercicio de la profesión le permitirá conocer los distintos estratos de la 
sociedad, la prevención general de delitos, la prevención especial, etc. 
El hecho de abordar en tal profundidad la materia la convierte en una 
rara avis en la historia del cine. Tras la escena del asesinato, un brusco 
salto temporal, en inmaculada elipsis, nos muestra a los jueces 
levantándose tras la finalización del juicio: Jacek ha sido condenado; 
Piotr era su abogado. Las secuencias posteriores permiten que nos 
imaginemos cómo ha debido ser la encendida defensa, no para evitar la 
pena de muerte, sino contra la pena de muerte. La conversación entre 
el abogado y el presidente del tribunal tras el juicio muestra cuál es la 
posición del director ante tal castigo, que no es otra que la del propio 
presidente, que tiene que aplicar una pena en la que no cree. Se pasa 
luego a una larga conversación entre el abogado y el condenado el día 
en el que va a ser ejecutado y, finalmente a la escena del ahorcamiento, 
en la que, al igual que en el asesinato, no se ahorra ningún detalle. El 
arrepentimiento del criminal es claro, la postura de los personajes 
también. La ley dice otra cosa. 


https://www.youtube.com/watch?v=Shx-jS1Z6k0


Un hombre, haciéndose pasar por un reputado director de cine, logra 
introducirse en la casa de una familia de clase media alta a la que 
promete filmar y hacer protagonista de sus películas. En un momento 
determinado, llega a pedirles dinero, pero es descubierto, denunciado y 
sometido a juicio. Tal es la historia que cuenta Close up, filmada en 
1990 por el iraní Abbas Kiarostami. Del citado engaño solo se nos 
muestra el momento en el que, en un autobús de línea, el impostor 
entra en contacto con la madre de familia y consigue ser invitado a la 
casa. 


https://www.youtube.com/watch?v=sSynUYdf4Lg


La película se centra en los momentos previos a la detención, la 
estancia en prisión provisional y, fundamentalmente, en el juicio. Es en 
su declaración ante el tribunal cuando conocemos las razones de 
Hossain: su amor al cine, su imposibilidad, dada su clase social, de 
dedicarse al mismo, su necesidad de sentirse alguien, ponen el marcha 
la mentira. “Todo surgió por mi amor al arte. De niño iba mucho al cine. 
Jugaba a hacer películas con mis amigos. Pero como no tenía los 
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medios , tuve que abandonar m is 
pretensiones artísticas. Se convirtió en una 
obsesión”.


El personaje habla del amor al arte, y el 
espectador no puede sino compartir los 
argumentos que expone al juez, aunque su 
modo de actuar pueda constituir un fraude. 
Kiarostami –que aparece en escena como 
un personaje más- va a visitarlo a prisión, y 
le pregunta por el motivo de confesar que 
era un sinvergüenza, a lo que Hossain 
contesta que desde fuera lo que hizo 
parece una estafa. Esa separación entre lo 
de dentro y lo de fuera refleja aquello en lo 
que el derecho no puede penetrar, aquello 
en lo que los que aplican las leyes no se 
toman (o pueden tomar) el t iempo 
necesario en valorar. En palabras del 
propio Hossain: “legalmente tal vez sea un 
cargo, pero no moralmente”.


Rodado a modo de falso documental, se 
trata de una historia real en la que los 
verdaderos implicados accedieron a 
recrear los hechos. El único intruso es el 
director, que rueda con cámara invisible, 
creando una de las pel ículas más 
emocionantes de la historia del cine. Close 
up, al igual que Kramer contra Kramer, 
muestra que, al descender al caso 
concreto, la justicia puede difuminarse, ya 
que se castiga una conducta desprovista 
de dolo, de intención alguna de defraudar. 
Se trata de una justicia sin sujeto, que no 
sabe (no puede) entrar en la historia 
particular. Las leyes están (pre)escritas, y 
son códigos de conducta generales. Es el 

perdón de la familia el que lleva a una 
atenuación de su responsabilidad criminal. 


https://www.youtube.com/watch?v=Ja6RR81uC5o


Las obras citadas llaman a la reflexión, a un 
cuestionamiento de la capacidad (y 
posibilidad) de los jueces, del sistema, para 
ent rar a va lorar las mot ivac iones 
personales y  circunstancias que llevan a 
las personas a comportarse de una 
determinada manera. La mera aplicación 
de la ley lleva a desnudar de motivos toda 
historia. 


En Senderos de gloria (Paths Of Glory, 
Stanley Kubrick, 1957), la condena a 
muerte de tres soldados por la mera 
voluntad ejemplarizante de la superioridad 
militar permite enlazar y avanzar hacia la 
cuestión de la legitimidad del derecho, 
sobre la que se profundizará en la próxima 
entrega. La acusación de cobardía solo 
encubre los propios errores de dos 
generales del Estado Mayor, que habían 
mandado a los soldados a una batalla 
suicida solo por el ansia de reconocimiento 
y ascenso. La misión fracasa, y se lleva a 
cabo un juicio sumarísimo bajo el paraguas 
de unas leyes de excepción. No se trata ya 
de un derecho cuya aplicación al caso 
concreto puede ocasionar un resultado 
injusto, sino de un derecho injusto. El 
propio derecho se sitúa al margen del 
derecho.	 	 	 	 	 	
	 


Continuará…
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	EDITORIAL
	A mediados del mes de febrero, el Presidente del Gobierno anunciaba la disolución anticipada de las Cortes Generales y la convocatoria electoral. Hasta el momento, y a pesar de la trascendencia de estos comicios, el debate público ha girado en torno a temas identitarios y al discurso provocador de la extrema derecha. El resultado electoral es del todo incierto, aunque se augura un parlamento excesivamente fragmentado y muy polarizado lo que no facilitará la búsqueda de consensos. Igualmente inciertas son las previsiones de crecimiento de la economía española para los próximos años, lo que puede provocar recortes, mayor desempleo y precariedad laboral. En este contexto, ante una puesta en cuestión de gran parte de las conquistas de derechos de las últimas décadas, Juezas y Jueces para la Democracia sostendrá un discurso de defensa a ultranza de los derechos fundamentales y garantías, especialmente con los más débiles, planteando propuestas y denunciando los recortes y la precarización al tiempo que defenderá la independencia de la Justicia y un servicio público de calidad.
	Este adelanto electoral con el consiguiente Gobierno en funciones ha provocado que las negociaciones que, en el marco de la unidad asociativa, estaba llevando la asociación a fin de implementar las catorce “propuestas para la mejora de la Justicia” hayan quedado en suspenso. Algunas de estas propuestas, que se encontraban muy avanzadas, sobre condiciones profesionales de los miembros de la Judicatura quedan nuevamente paralizadas. Antes lo fue por el cambio de equipo ministerial en el mes de mayo pasado. El nuevo equipo ministerial que salga de las urnas se encontrará con una posición común de las principales asociaciones profesionales judiciales y de fiscales sobre guardias, grupos de población, retribuciones variables, pérdida del poder adquisitivo y sustituciones. Son muchos otros los problemas que aquejan a la Justicia española, y no solamente referidos a los aspectos profesionales. Reforzar la independencia judicial, política de nombramientos según mérito y capacidad, modernización de la administración de justicia, digitalización, etc.
	En el Comité Permanente de Juezas y Jueces para la Democracia celebrado el pasado mes de febrero se acordó junto con el resto de asociaciones profesionales paralizar las medidas de presión a la espera de que haya un nuevo interlocutor en el Ministerio de Justicia después de las elecciones.
	Finalmente, otra de las consecuencias de la convocatoria de elecciones ha sido la interrupción del proceso de renovación del Consejo General del Poder Judicial. Se prorroga de este modo el mandato de un Consejo que ha suscitado el rechazo unánime de las asociaciones. Esperemos que el nuevo parlamento salido de las urnas pueda atender cuanto antes a esa responsabilidad de renovar en plazo las instituciones del Estado.
	BOLETININFORMATIVO     ABRIL 2019
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	La gobernanza constitucional de la administración de justicia
	José Manuel Bandrés Sánchez-Cruzat
	Magistrado del Tribunal Supremo
	Miembro fundador de Jueces para la Democracia
	La justicia se reconoce e identifica en la Constitución española de 1978 como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico. Junto a la libertad, la igualdad y el pluralismo político, constituye uno de los pilares axiológicos existenciales que configuran el sistema constitucional español.
	Esta caracterización de la justicia como valor jurídico supremo expresa  la aspiración constitucional de que en el Estado constitucional no puede existir legalmente la injusticia.
	También permite identificar cuál es el contenido de uno de los objetivos políticos que persigue el Estado: establecer un marco de convivencia en libertad que asegure y garantice la integración y la cohesión social.
	En este sentido, la Justicia constituye un postulado constitutivo del Estado social y democrático de Derecho, que guía e informa de forma vinculante la actividad del poder legislativo, el Gobierno, el poder Judicial, así como del Tribunal Constitucional encaminada a promover una sociedad más justa.
	La Justicia es uno de los principios fundamentales estructurales del Estado de Derecho, en cuanto que a los juzgados y tribunales se les encomienda hacer justicia y ser la institución garante de las libertades civiles y de los derechos sociales, que, significativamente, dan carta de naturaleza a la Democracia Jurídica.
	La Justicia determina el grado de legitimidad del Estado democrático, en la medida que es la fuente que da soporte jurídico a las reivindicaciones de los ciudadanos y ciudadanas que exigen justicia y que requieren que se haga justicia para conformar y consolidar una sociedad más libre e igualitaria.
	La Justicia se descubre también en el texto constitucional como derecho fundamental de carácter prestacional, que garantiza a todos el derecho de acceder a un tribunal independiente e imparcial para obtener la protección de sus derechos e intereses legítimos.
	En la mentalidad de la Constitución, la jurisdicción constituye un escenario privilegiado de expresión del vigor y la fuerza garantista del Derecho, un ámbito destacado de definición de derechos y de aplicación de los valores de igualdad y libertad constitutivos del orden constitucional, en el que se asegura la juridicidad del Estado, el sometimiento de todos los poderes públicos y privados al imperio de la Ley.
	La Justicia se estructura como poder público y como institución.
	La Administración de Justicia se alumbra en la Constitución no como la emanación de un poder púbico sacralizado o autoritario, acrítico, sino como razón y función pública.
	La Administración de Justicia se reconoce en la idea de promover los valores constitucionales de dignidad humana y paz social, comprometida con el avance y el progreso del Estado social.
	La Constitución apela a todos los actores del sistema político y, particularmente, del judicial (jueces, magistrados, fiscales y funcionarios de los cuerpos de la Administración de Justicia, abogados, procuradores y demás profesionales del Derecho) a corresponsabilizarse de la operatividad del funcionamiento de la Administración de Justicia.
	La Justicia se caracteriza como un servicio público. Corresponde al Estado la tarea constitucional de reforzar y fortalecer la jurisdicción, a la que se le atribuye la función esencial de satisfacer el derecho a la tutela judicial efectiva sin dilaciones indebidas en toda clase de procesos.
	Cabe constatar que muchos analistas coinciden en el diagnóstico de que la Administración de Justicia está, en cierto modo, estancada, porque no se adoptan con determinación las políticas públicas necesarias para corregir los déficits estructurales de la organización judicial.
	Hay consenso en que la crisis institucional de la Administración de Justicia es el resultado de una crisis de gobernanza del sistema judicial, derivada de una configuración multipolar de los responsables públicos que asumen competencias en el ámbito judicial, que repercute negativamente en la capacidad de los tribunales de justicia de resolver los litigios en un tiempo prudencial.
	A esta crisis de institucionalidad se suma una crisis de legitimidad que se acentúa por la judicialización de la política, que erosiona gravemente el funcionamiento de la democracia, y por la politización de la justicia, que degrada la posición del juzgador como juez independiente y daña la imagen de la justicia.
	Así mismo, se destaca el malestar que en los ciudadanos genera, en ocasiones, la actividad jurisdiccional, que tienen la percepción de que los tribunales no son capaces de corregir y sancionar, con toda la intensidad exigible, los abusos de poder que inciden lesivamente en sus condiciones de vida, imputables a instituciones públicas o privadas.
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	Y se preguntan si el modelo constitucional del poder judicial y de Administración de Justicia definido en la Constitución está agotado.
	Transcurridos cuarenta años de la aprobación de la Constitución de 1978, un balance sosegado y crítico del funcionamiento del sistema judicial permite afirmar que los postulados constitucionales de la independencia judicial, la concepción del poder judicial como poder público responsable, la posición del juez como servidor de la Ley democrática, están plenamente vigentes.
	Sin embargo, esta misma evaluación resulta reveladora de que las acciones emprendidas por los poderes públicos, para modernizar la Administración de Justicia y reforzar las garantías procesales, han sido insuficientes.
	Por ello, en la actual coyuntura de incertidumbre política y social, resulta imprescindible trazar la senda que permita introducir un sistema de gobernanza inteligente de la justicia española acorde con las exigencias de justicia expresadas por la sociedad española.
	En este sentido, el fortalecimiento de la identidad constitucional de la justicia implica:
	Reconocer en la Ley Orgánica del Poder Judicial la fuerza normativa vinculante del Catálogo de Derechos de los ciudadanos ante la Justicia, en aras de concretizar las garantías procesales de los justiciables y erradicar aquellas prácticas que menoscaban el derecho de defensa.
	Acometer un programa coherente de reformas de las Leyes orgánicas y procesales.
	Singularmente, es inaplazable la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el objetivo de asegurar una tramitación ágil de los procesos con plena observancia de los principios de contradicción e igualdad de armas, en consonancia con los requerimientos derivados del Derecho internacional de Derechos Humanos.
	Modificar la organización judicial para adaptarla a las nuevas realidades conflictuales urbanas, así como digitalizar la jurisdicción.
	BOLETININFORMATIVO     ABRIL 2019

	Abrir el sistema judicial a la participación activa de los ciudadanos, mediante la extensión de la legitimación para interponer acciones en defensa de intereses colectivos.
	Promover las acciones formativas de especialización judicial tendentes a que la actuación de jueces y magistrados sea recognoscible por los ciudadanos por su compromiso con hacer justicia, con la defensa de los derechos civiles, económicos y sociales.
	Responder a los retos y desafíos emergentes derivados de la mundialización del Derecho y la globalización de la Justicia.
	Ello requiere incrementar de forma sostenible los mecanismos de colaboración y coordinación entre tribunales nacionales, con la finalidad de hacer más eficiente la lucha contra la criminalidad transnacional, en ámbitos como el tráfico de personas, el fraude fiscal, el ciberterrorismo, los delitos medioambientales y los delitos contra la salud pública.
	Dotar al poder judicial de la capacidad de elaborar sus propios presupuestos, atribuyéndole la gestión de los medios personales y materiales.
	Renovar el pacto constitucional sobre la justicia plasmado en la Constitución de 1978, con la finalidad de introducir en su texto preceptos que permitan repensar algunas de sus determinaciones más cuestionadas -el diseño y configuración del órgano de gobierno de los jueces-, y corregir o solventar algunas de sus lagunas o deficiencias y complementar algunas de sus disposiciones.
	Impulsar e implementar las políticas públicas que se revelen estratégicamente necesarias para hacer posible la materialización del «Estado de la Justicia», la interiorización del «Estado de Derechos», en la realidad jurídico-constitucional, en la práctica de nuestros tribunales y en la vida colectiva de nuestros ciudadanos.
	Hacer avanzar la idea de justicia como imperativa constitucional y como razón pública, que inspire e informe la actuación responsable de todos los poderes del Estado democrático.
	La Administración de Justicia está sometida en la actualidad a un test de resistencia que afronta son serenidad, pragmatismo e inteligencia.
	Hacer germinar la idea de justicia como espacio público de preservación y reivindicación de derechos, nos compromete a todos los actores de la justicia a esforzarnos en extender el manto protector de la justicia para construir una sociedad más abierta, tolerante e inclusiva, más igualitaria y más solidaria y fraternal.
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	¿La (des) protección social de la carrera judicial?
	Mar Serna Calvo
	Magistrada
	Juzgado de lo Social nº 23 de Barcelona
	Resulta sorprendente que personas acostumbradas a aplicar e interpretar el Derecho, en todos su ámbitos, mostremos un elevado desconocimiento de cuáles son las normas y el contenido de nuestros derechos como miembros de la carrera judicial. Salvo cuestiones puntuales sobre permisos y vacaciones, el resto de los aspectos de la denominada protección social nos son, en gran medida, ajenos.
	No nos equivocaríamos mucho si decimos que, en determinadas materias, la regulación actual contenida en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en el Reglamento de la Carrera Judicial 2/2011, obedece más a una regulación del funcionariado judicial de hace más de un siglo, basada en la desconfianza absoluta en las personas que integramos el poder judicial, que un catálogo coherente de derechos y obligaciones de las personas que formamos parte de la carrera. Sirva a modo de ejemplo la regulación del derecho a la incapacidad temporal, la cual viene condicionada por la decisión del empleador, pues para poder permanecer en dicha situación, además de presentar el correspondiente parte médico de baja, se nos exige la solicitud el mismo día de la baja y posterior concesión de una licencia por parte del Tribunal Superior de Justicia correspondiente.
	La normativa que regula nuestra protección social es además de dispersa poco transparente, en especial, por el hecho de que la interpretación que se hace de los distintos derechos por parte del Consejo General del Poder Judicial y los diecisiete Tribunales Superiores de Justicia,  en los diferentes acuerdos adoptados,  la mayoría de ellos no están ni tan siquiera publicados, ni tenemos conocimiento de ellos. En algunos supuestos encontramos alguna referencia en los acuerdos del CGPJ pero sin explicación de su contenido.
	Dichas normas y criterios se complementan con la regulación contenida en el Texto Refundido sobre Régimen Especial de la Seguridad Social personal al servicio de la Administración de  Justicia (TRLSSAJ), aprobado por el Real Decreto  Legislativo 3/2000, el Reglamento del Mutualismo Judicial, R.D. 1026/2011, de 15 de julio (RMJ), Reglamento del Mutualismo Judicial y el R.D. 1026/2011, de 15 de julio (RMJ) en todo lo relativo al Régimen de Seguridad Social del personal al servicio de la Administración de Justicia y el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. La acción protectora del Mutualismo Judicial, aplicable a toda la carrera, incluye un conjunto de prestaciones que van desde la asistencia sanitaria (a través de entidades privadas concertadas o a través de los servicios de salud de las respectivas Comunidades Autónomas), subsidios por incapacidad temporal, por riesgo durante el embarazo y por riesgo durante la lactancia, prestaciones recuperadoras por incapacidad permanente, subsidio por maternidad o paternidad y prestaciones sociales, entre otras.
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	Pero es que además del anterior Mutualismo Judicial gestionado por MUGEJU, la fecha de entrada a la carrera judicial va a determinar la aplicación de una normativa u otra, en materia de pensiones de jubilación, incapacidad permanente (llamada jubilación por edad) o pensiones de viudedad y orfandad.  Así, el Régimen de Clases Pasivas del Estado, regulado por el Texto Refundido de 30 de abril de 1987 está llamado a desaparecer, por cuanto las personas ingresadas en la carrera judicial a partir de 1 de enero de 2011 -incluido el período de formación- y solo a efectos de pensiones de jubilación por edad, incapacidad permanente o muerte y supervivencia se le van a aplicar las normas del Régimen General de la Seguridad Social y será el Instituto Nacional de la Seguridad Social quien reconozca dichas pensiones, tal como estableció para todo el funcionariado1, aunque se respetan las particularidades relativas a la edad de jubilación forzosa, así como la de los tribunales médicos competentes para la declaración de incapacidad.
	El examen del estado de la protección social de la carrera judicial, ha dado un primer e importante paso con el estudio, por parte de un grupo de trabajo creado por el Consejo en febrero de 2016, aprobado a finales de 20172, donde se analizan diferentes aspectos, que integran nuestra protección y realiza propuestas de reforma en cada uno de los capítulos para actualizar y mejorar nuestra situación. Este informe aborda tanto aspectos transversales de esa protección, como los derechos al descanso y a la conciliación, excedencias, permisos, seguridad social de la carrera judicial y la prevención de riesgos.
	1. Real Decreto-Ley 13/2010, de 3 de diciembre art.20.1 derogado por el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, que en su Disposición Adicional Tercera que reproduce dicha modificación normativa.
	2. Disponible en formato PDF  gratuito en : Accede aquí
	Al estar reguladas gran parte de estas materias en el marco de la Ley Orgánica del Poder Judicial, además de un interpretación claramente restrictiva de los mismos,  hemos tenido un desfase importante respecto a los avances de los derechos reconocidos al resto de los funcionarios de las distintas administraciones públicas, no así cuando lo que se ha producido ha sido un retroceso en los derechos del sector público. Un ejemplo reciente es el reintegro de los cuatro días adicionales de vacaciones por antigüedad o la duración de los permisos  por paternidad. Su ampliación fue propuesta  de modificación de los artículos 371, 373 y 503 de dicha norma por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial el 24 de octubre de 2017 y hemos tenido que esperar hasta finales del año 2018 para ver aprobada esa modificación, cuando el resto de empleados públicos los recuperaron en el año 2015 3 Real  Decreto-ley  10/2015,  de  11  de  septiembre,.
	Las referidas modificaciones  de la Ley Orgánica del Poder Judicial fueron aprobadas por la LO 4/2018, de 28 de diciembre, publicada en el BOE del 29 de diciembre, que incorpora en su artículo 373.7 una regulación innovadora y que teóricamente ha de servir para que no nos encontremos en situación de desventaja respecto al resto del funcionariado. Así, dispondremos de “todos los derechos establecidos para los miembros de la Administración General del Estado y que supongan una mejora en materia de conciliación, permisos, licencias y cualquier otro derecho reconocido en dicho ámbito”. Y se le impone al CGPJ la obligación de adaptar “de manera inmediata”, mediante acuerdo del Pleno, cualquier modificación que se produzca en dicho régimen, sin perjuicio de las particularidades propias del estatuto profesional de la carrera judicial y de la promoción de las mejoras propias por los cauces correspondientes.
	La primera prueba de esa adaptación con carácter inmediato  exigible a nuestro órgano de gobierno está ya sobre la mesa como consecuencia del reciente Real Decreto Ley 6/2019 de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación. Esta norma modifica, entre otras disposiciones,  el Estatuto Básico del Empleado Público en materia de sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido,  condiciones del permiso por nacimiento de la madre biológica, de la  ampliación a dieciséis semanas del permiso de progenitor diferente a la madre biológica -antiguo permiso de paternidad-  y la forma de ordenar mediante el plan de igualdad el permiso por violencia de género. Ese mandato imperativo del nuevo artículo 373.3 comportará que los retrasos en su adaptación obligatoria no comporten disminución de derechos de los miembros de la carrera.
	De otro lado, el nuevo artículo 373.4 de la LOPJ en materia de permisos vuelve a la regulación anterior implantando los seis permisos de tres días, sin que pueda disfrutar más de un permiso al mes, y cada uno de los permisos de tres días podrán tomarse, de forma separada o acumuladamente siempre dentro del mismo mes. Sin embargo, para su concesión, este precepto exige la justificación de la necesidad a los superiores respectivos, de quienes habrá de obtener autorización, que podrán denegar cuando coincidan con señalamientos, vistas o deliberaciones salvo que se justifique que la petición obedece a una causa imprevista o de urgencia.
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	3. Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre
	Sin embargo a pesar del avance que supone el reconocimiento legal la equiparación  de las mejoras en materia de conciliación, permisos y licencias y cualquier hay aspectos que exigen una modificación con carácter urgente. No pretendemos ni podemos abordar de forma exhaustiva los mismos, pero sí poner el énfasis en dos de ellos: la prevención de riesgos y las condiciones de jubilación.
	Tuvieron que transcurrir más de diez años de vigencia de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales para que se nos fuera reconocida el derecho a la protección de nuestra seguridad y salud, por el artículo 317 del Reglamento de la Carrera Judicial de 2011 y casi otros cuatro años para que se aprobara el primer Plan de Prevención de Riesgos Laborales con una vigencia inicial de los años 2015 y 2016. Sin embargo, la prevención de riesgos laborales sigue siendo todavía una asignatura pendiente, no solo por las deficientes condiciones de seguridad o ergonómicas de determinados centros de trabajo, sino también por los elevados riesgos psicosociales, que a pesar de haber sido finalmente evaluados no se han adoptado las medidas preventivas necesarias para evitar la actualización de estos riesgos. La elevada carga de trabajo de numerosos órganos judiciales está provocando situaciones de estrés en gran número de personas de la carrera expuestas a la misma, lo que exige de forma inmediata la puesta en marcha de actuaciones de prevención para eliminarlos o reducirlos.
	La creación de un número de órganos judiciales actualizado en función de la mayor exigencia de trabajo, junto con una limitación de los números de asuntos a realizar en función de la exigencia de tiempo, son las dos medidas prioritarias a adoptar si se quieren cumplir las exigencias legales en esta materia. El reciente Reglamento 2/2018, aprobado por el CGPJ sobre  retribuciones variables por objetivos de los miembros de la Carrera Judicial, obvia totalmente la prevención de riesgos y su única preocupación es la medición del rendimiento de las personas titulares de los órganos judiciales, sin la más mínima referencia a su seguridad y salud y los parámetros máximos de actividad.
	Por último, la regulación de la jubilación anticipada, voluntaria y forzosa viene condicionada por las limitaciones de ingresos cuando se produzca dicha contingencia, por cuanto la cuantía que vamos a percibir se sitúa muy por debajo de la denominada tasa de reposición o sustitución de las pensiones, que el parámetro que mide el porcentaje sobre el último salario que se cobraba que va a representar la pensión de jubilación que cobremos. Si en términos generales en nuestro país la tase de reposición de esta prestación es del 80 por ciento, en la carrera judicial en esto momentos se situaría en torno a un 50 por ciento. Además, existe un agravio comparativo respecto al resto de los funcionarios de la Administración Pública, provocado por nuestro riguroso régimen de incompatibilidades.
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	¿La (des) protección social de la carrera judicial?
	Esta regulación resulta contradictoria con la previsión del artículo 402 de la LOPJ que establece que la independencia económica de juezas y jueces se garantiza mediante una retribución adecuada a la dignidad de la función jurisdiccional, así como con un régimen de Seguridad Social que nos proteja durante el servicio activo y la jubilación. Asimismo, la Carta Europea sobre el Estatuto de los Jueces de 1998 (Estrasburgo 8-10 julio) prevé el  pago  de  una  pensión  de  jubilación  cuyo  importe  se  aproximará en lo posible al de su última retribución de actividad judicial.
	El complemento por maternidad reconocido con carácter general en los distintos Regímenes de la Seguridad Social a las mujeres que hayan dos o más hijos se les abona a las jubilaciones a partir de los 65 años, sin embargo las magistradas solo podrán cobrar ese complemento por pensión a partir de los 70 ó 72 años, lo que podría ser considerado como una clara discriminación respecto al resto de funcionarias públicas.
	A modo de conclusión, el denominado sistema de “protección social de la carrera” no puede ser considerado como tal, hasta que no se aborde de forma global y completa en un nuevo estatuto judicial, en el que se tenga en cuenta las características y peculiaridades del ejercicio de la carrera judicial en el siglo XXI, superando anacronismos, ocultismo, desconfianzas y desprotección de sus integrantes, tanto desde el punto de vista de su regulación como de su aplicación e interpretación.
	Es pues urgente que nuestro órgano de gobierno afronte con la mayor celeridad dichos cambios y actualización de condiciones, pero no solo desde el punto de vista de modificaciones legislativas, sino también desde la perspectiva de una gestión adecuada de las personas que formamos parte de la carrera judicial, garantizando  la información y formación sobre nuestros derechos, además de las obligaciones, de una forma transparente y, como no puede ser de otra forma,  basada en la confianza que merecemos. Esa sería nuestra auténtica protección social.
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	Feminismo en la carrera judicial
	Helena Gil Esteve
	Jueza. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 4 de Cerdanyola del Vallés Y Coordinadora de la Comisión de Igualdad.

	¿Ha tenido repercusión en la Carrera Judicial el creciente movimiento feminista y la lucha por la igualdad?
	Estamos viviendo durante la segunda década del Siglo XXI lo que se ha llamado la “cuarta ola” del movimiento feminista. Se plantea el fin de los privilegios de género históricos del hombre junto al despertar de muchas mujeres (y algunos hombres) en el marco de un movimiento global para dar la vuelta a los privilegios de nuestra cultura patriarcal.
	Este cambio de mentalidad ha permeado también en la Carrera Judicial, aunque quizás en menor medida que en otros ámbitos.  La sociedad sigue siendo machista y patriarcal y la Carrera Judicial, tradicionalmente más conservadora que otros sectores, no se libra.  Debemos tener en cuenta que hasta 1966 las mujeres tenían prohibido por ley el acceso a la carrera judicial y fiscal porque se consideraba que eran trabajos que requerían “actitudes contrarias al sentido de la delicadeza consustancial en la mujer”, y hasta 1975 no podían sin consentimiento del marido, caso de estar casadas.
	En estos momentos las comisiones de igualdad de las Asociaciones Judiciales coincidimos en gran parte de nuestras reivindicaciones, y aunque los males de la judicatura en materia de igualdad siguen siendo muy similares a los de hace años, sí existe mayor interés por estás cuestiones y los/las integrantes de la carrera judicial estamos más sensibilizados.
	¿En qué aspectos de la judicatura se han producido los avances más importantes en materia de igualdad?
	A nivel de nuestra carrera profesional se han hecho avances, aunque insuficientes.  A finales de 2017 se aprobó el protocolo de acoso entre miembros de la Carrera Judicial y en ejecución de éste se han designado a lo largo de 2018 asesores/as confidenciales para su puesta en marcha.
	El 28-02-2019 el CGPJ acordó ampliar a 5 semanas el permiso de “paternidad” que estaba ya reconocido para el resto de trabajadores.
	Es importante destacar  la utilización por el Consejo, especialmente la Comisión de igualdad, de lenguaje inclusivo, pese a que el sr. Lesmes no lo utiliza nunca.
	En cuanto a la labor jurisdiccional que realizamos en los juzgados como garantes del cumplimiento de la igualdad, se ha debatido por primera vez sobre la perspectiva de género, que aparece en resoluciones de distintos órganos jurisdiccionales. Cada vez se reclaman e implantan en más territorios las oficinas de asistencia a las víctimas para un correcto cumplimiento del estatuto de la víctima, y se han ofertado más cursos en igualdad que nunca.
	El Tribunal Supremo ha incluido en varias sentencias el término de género. ¿Hay una preocupación mayor en la Carrera Judicial sobre los asuntos relativos a la igualdad entre mujeres y hombres?
	Como consecuencia de esta “cuarta ola” del feminismo los asuntos relacionados con la igualdad han pasado estar en primera línea del debate público, ocupan la primera plana de muchos periódicos y generan más interés político, social y jurídico. Cada vez más resoluciones recogen explícitamente la llamada “perspectiva de género”, que consiste en impartir justicia sin estereotipar a las mujeres, aunque debo decir que antes de acuñarse el término como tal existían ya Sentencias que lo aplicaban. Esto también ha dado lugar a un debate jurídico muy interesante, sobre todo en el ámbito penal, donde todavía existen ciertas reticencias acerca de qué significa juzgar con perspectiva de género sin afectar a las garantías del Derecho Penal. Yo defiendo que ambas cosas son obligatorias y perfectamente compatibles.
	Casos como el de “La Manada” han encendido la opinión pública, categorizando  a la justicia de machista. ¿Es justa esta acusación? ¿Ha influido esta presión social?
	El caso de la Sentencia de “la Manada” ha coincidido con un momento de despertar del feminismo. Los jueces y juezas ejercemos en una sociedad machista y no somos inmunes a ello. Las manifestaciones y actos de repulsa tras conocerse el fallo evidencian un cierto distanciamiento entre la sociedad y parte de la judicatura. Pese a que la Sentencia está extremadamente motivada, los hechos probados son aterradores y describen uno de nuestros mayores miedos: ser violadas o agredidas por algún hombre.  Este miedo nos acompaña en muchas situaciones vitales y hace que no nos sintamos libres ni seguras en el espacio público. La Sentencia, pese a dar plena credibilidad al relato de la víctima, no valora que los agresores emplearan intimidación, y es comprensible que muchas mujeres se hayan indignado. La crítica a las resoluciones judiciales forma parte de una sociedad democrática y de hecho tras la Sentencia nos encontramos inmersos en un debate necesario sobre la libertad sexual, la intimidación y el libre consentimiento en las relaciones íntimas que afecta sobre todo a la dignidad y libertad de las mujeres en unos delitos cometidos casi en su mayoría por hombres.
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	Me parece positivo que comience a cambiar la percepción social de estos delitos en los que la víctima tradicionalmente estaba estigmatizada y cuestionada. No se trata de endurecer las penas sino de delimitar claramente los tipos penales, que ante una agresión como esta no pueda interpretarse que hubo un consentimiento viciado sin intimidación.
	Es especialmente criticable que, a pesar de que ya existe en la profesión una mayoría de juezas, los cargos más relevantes en tribunales y en la cúpula judicial sigan ocupados por hombres.  El informe de la Asamblea General de la ONU del Grupo de Trabajo sobre la cuestión de la discriminación contra la mujer en la legislación y en la práctica en España de 17 de junio de 2015 de forma expresa insta al Estado español a que “aplique medidas especiales de carácter temporal para lograr un equilibrio de género en la administración pública, en particular en los niveles más altos de la judicatura". No consta que se haya aplicado ninguna medida desde entonces y la foto de hombres al inicio de cada año judicial sigue repitiéndose.
	Esto sucede porque nuestra Carrera es machista, igual que nuestra sociedad, y pasa también en las asociaciones judiciales, en partidos políticos, en cátedras de universidad, en grandes empresas. Las mujeres sufrimos el “techo de cristal” y los “pies de barro”. Seguimos ocupándonos en mayor medida de los cuidados, que no se valoran en la vida pública, y al llegar a una determinada edad no tenemos el mismo currículum que muchos hombres. En ocasiones aunque la mujer tenga mejor currículum es preterida por el hombre, pues existe la creencia de que el candidato varón es mejor.
	Esto podría mejorarse estableciendo un sistema de baremación objetiva para los nombramientos (nuestra asociación tiene una propuesta sobre el tema aprobada en el Congreso de Lleida) y es fundamental adoptar medidas positivas hasta lograr un equilibrio.
	¿Qué medidas son necesarias llevar a cabo para mejorar en Igualdad en la Carrera Judicial?
	Lo primero, más mujeres en los altos tribunales, como ya he dicho.
	También urge la aprobación de un II Plan de Igualdad de la Carrera Judicial que incluya medidas concretas para corregir la desigualdad  y recoja las reivindicaciones de las asociaciones judiciales.
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	Se debe retomar la propuesta de modificación del reglamento de la carrera en materia de conciliación y avanzar hacia la corresponsabilidad. Nuestra asociación ya ha solicitado al pleno del CGPJ adaptar los permisos inmediatamente a la normativa vigente que aumenta los permisos de paternidad progresivamente hasta las 16 semanas, caso de que llegue a aprobarse. Relacionado con esto, en materia de cargas de trabajo hemos propuesto una disminución de carga judicial sin afectación retributiva en aquellos casos en los que los jueces o juezas tengan a su cuidado menores o bien otros familiares dependientes.
	Reclamamos también que se coordine un protocolo anti acoso entre funcionarios de diferentes cuerpos que interactúan en un juzgado.
	Otra materia que debe mejorarse es la formación, tanto en igualdad como en violencia de género, garantizando que los titulares de juzgados que conocen de órdenes de protección reciban la misma formación que los titulares en exclusiva de juzgados de violencia de género.
	Para conocer mejor la situación deben publicarse periódicamente estadísticas segregadas por sexo y edad de todo lo que afecte a la carrera.
	Por último, la Comisión de Igualdad del CGPJ debe tener competencias vinculantes y no sólo consultivas, y debe informar recursos en todos los temas en que se vea afectada la igualdad.
	¿Cómo afecta el actual clima político, con la aparición de nuevas fuerzas que cuestionan ciertas medidas que están encaminadas a proteger a las mujeres?
	Es muy peligroso que aparezcan partidos de ideología machista que nieguen la existencia de violencia de género cuando casi cada semana conocemos delitos horribles cometidos contra mujeres, cuando seguimos estando cosificadas, sexualizadas y discriminadas. Estos partidos reaccionarios arrastran a otros y vuelven a situar en el debate público cuestiones superadas como el aborto y la lucha contra la violencia de género. Esto nos obliga a estar vigilantes para no dar ni un paso atrás en la lucha contra el machismo y defender nuestros derechos sin dejar de avanzar hacia la plena igualdad.
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	https://youtu.be/ZSyiWLux1Qg
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	Juezas y jueces para la Democracia en el día internacional de la mujer quiere remarcar su lucha:
	Por una presencia equilibrada de mujeres y hombres en los altos cargos de la judicatura, pues aunque ya representamos más del 50% de la carrera, todavía no estamos representadas en altos tribunales. Por ello interesamos que el techo de cristal no se convierta en techo de cemento para que las juezas accedan al Tribunal Supremo. Para ello deben adoptarse medidas eficaces para corregir este desequilibrio y que una mujer presida por primera vez el Consejo General del Poder Judicial, como muestra de una democracia paritaria.
	Por una presencia equilibrada de mujeres y hombres en la dirección de cursos de formación y en otros puestos de libre designación y comisiones asignados mayoritariamente a hombres que favorecen la existencia de una brecha salarial en la judicatura
	Por la fijación de unas cargas de trabajo saludables y que en las mismas se tenga en cuenta el tiempo de conciliación para jueces/as con menores o personas dependientes a su cargo
	Por unas políticas del Consejo General del Poder Judicial que favorezcan la corresponsabilidad, con la actualización al resto de trabajadores del permiso de paternidad y la aprobación de la propuesta de modificación del reglamento de la carrera judicial elaborada por la Comisión de Igualdad del Consejo.
	Por el acceso de todos los integrantes de la carrera a formación en materia de igualdad y perspectiva de género. Por qué los órganos que conocen de órdenes de protección aunque no sean especializados reciban formación obligatoria en violencia de género
	Por una efectiva dotación de medios que permita implementar correctamente el Estatuto de la víctima, con oficinas de asistencia a las víctimas en todas las sedes judiciales, que se garantice un espacio seguro para la denunciante cuando acuda a declarar, que pueda ser asesorada previamente y de forma adecuada por letrados/as especializados/as, que sea atendida siempre por personal con formación en materia de violencia de género. La violencia de género es una violación grave de los derechos humanos. Necesitamos una legislación que responda ante todas las formas de violencias contra las mujeres.
	Juezas y Jueces para la Democracia exige una igualdad legal, una igualdad jurídica y una igualdad real

	Reflexiones entorno a la fase de refuerzo y sustitución
	Aurembiaix Giribet Serveto
	Jueza. Juzgado de Primera Instancia nº 6 de Lleida
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	En las últimas promociones de juezas y jueces hemos vivido un periodo extraño llamado fase de “sustitución y refuerzo”. Esta fase desconocida para muchos compañeros, ya no decir para la ciudadanía ajena a los entresijos del mundo de la judicatura, es una etapa híbrida situada entre el intervalo de juez en prácticas y de titular de juzgado (este último caso para aquellos afortunados/as que tengan plaza después de este periodo, sino como juez/a en expectativa de destino in secula seculorum).
	A grosso modo, la fase de “refuerzo y sustitución” es para aquellos jueces en prácticas que superen las prácticas tuteladas, quienes durante un periodo mínimo de cuatro meses realizamos labores de sustitución y refuerzo conforme a los art. 210 y 216 bis LOPJ, quedando a disposición del Presidente del Tribunal Superior de Justicia del territorio en que desarrollemos dichas funciones. En este periodo mixto, en que aún somos jueces en prácticas según la norma, pero que actuamos sin supervisión de un tutor, ejercemos la jurisdicción con idéntica amplitud a la de los titulares del órgano judicial. Es decir, somos jueces (previa entrega de despachos), pero a disposición del presidente del TSJ, aunque ya no estemos estrictamente en periodo formativo de prácticas. Esta definición incongruente no deriva de mi falta de narrativa-espero-, sino de lo poco congruente de la fase en sí.
	En cualquier caso, no pretendo entrar a debatir la pertinencia de la fase, la cual está prevista legal (Ley Orgánica del Poder Judicial) y reglamentariamente (Reglamento 2/2011 de 28 de abril), sino exponer las circunstancias en que algunos de mis compañeros de promoción y yo misma, nos hemos encontrado durante su desarrollo.
	Creo que la mayoría coincidiremos en que cuando terminamos la fase practicas tenemos una gran avidez de lanzarnos al mundo de la jurisdicción sin una red de seguridad. Vienes de un periodo formativo intenso, donde has pasado por varias jurisdicciones, has conocido perfiles de compañeros muy variados, y tienes ganas de forjar el tuyo propio.
	Mirándolo con perspectiva, después de la travesía por el desierto que supone la oposición, después de resucitar en la Escuela Judicial, quieres “tu juzgado”, pero primero queda un paso previo, la fase de refuerzo y sustitución.
	Pronto ves que esos meses, cuatro en principio, servirán para cubrir alguna baja de un compañero -si tienes suerte- o para intentar rescatar algunos juzgados colapsados (tarea mastodóntica para hacerla en este tiempo), eso si no terminas en un juzgado especializado en cláusulas suelo. Incluso, se ha dado lo situación esperpéntica de que algún compañero ha ido saltando de órgano judicial en órgano judicial, cubriendo bajas de un mes o dos, incluso solapando el trabajo de un juzgado con otro, con el consiguiente desgaste personal y de aprendizaje, todo ello sin ningún tipo de explicación. Tampoco me olvido los compañeros/as que han estado como refuerzo transversal en determinados partidos judiciales, donde cada semana saltaban de juzgado. En estos casos, me comenta un compañero que se encontraba que tenían el doble de señalamientos que los habituales del titular la semana que reforzaba, o que justo la semana que él celebraba tenía los juicios más complejos y con más número de prueba a practicar de ese mes de aquel juzgado.
	No obstante, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 307.4 prevé que deberían destinarnos preferentemente a órganos que en un futuro podamos cubrir, en cambio, a algunos se nos ha destinado a reforzar jurisdicciones especializadas o cláusulas suelo (con la premisa de intentar sacar el mayor número de resoluciones posible).
	En ocasiones, esta fase permite “tapar” problemas de manera temporal, sin aportar una solución a ese juzgado al que vamos destinados temporalmente. Si hay una baja a largo plazo, el compañero se irá en pocos meses y el juzgado continuará en esa situación -con el ir y venir de jueces sustitutos-. Y desde luego, si se quiere desatascar los juzgados especializados en cláusulas suelo el enviar a un compañero unos meses, no es la solución. Es más, puede provocarse un colapso mayor, entre reseñalamientos de vistas, sin saber hasta cuando estas destinado/a en ese juzgado.
	En cualquier caso, otro punto a tener en cuenta es que esta fase, que según el reglamento citado debe ser de 4 meses, a la práctica no tiene fecha de finalización. Para la promoción 68 esto supuso una prórroga del periodo inicial de aproximadamente un mes (sin saber la fecha de finalización de esta prórroga). Después de ello, realizamos el acto de entrega de despachos en Madrid, previo concurso, con una veintena de plazas de titulares y los demás como “Jueces en expectativa de destino” (JED) a disposición de los presidentes de los TSJ. A día de hoy, más de la mitad de la promoción estamos como JED hasta que se reúnan suficientes plazas que nos puedan ofrecer como titulares (aunque esto último, me temo que podría ser objeto de otro articulo o de una novela de ciencia ficción).
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	Todo lo que he relatado me lleva a preguntarme: ¿Quién organiza esta fase? ¿Cuáles son los criterios para ofertarnos determinadas plazas durante la fase de refuerzo y sustitución? ¿Prima la voluntad formativa durante este periodo de tiempo? Y si me pongo mística, mis dudas crecen: ¿existe alguna planificación cuando se ofertan plazas en la oposición con las necesidades reales de la judicatura? Y, estas circunstancias en las que nos hemos encontrado la promoción 68 (y anteriores), ¿puede ser un problema a gran escala en la futura promoción 70 (con 300 plazas ofertadas)?
	Sin embargo, sin animo de que estas líneas puedan ser interpretadas como una pataleta de una juez novata, estos meses (incluyendo esta fase de refuerzo y sustitución) han tenido cosas muy buenas. Evidentemente, los primeros pasos sin un soporte o seguridad del tutor son fundamentales. El empezar a dirigir solo los actos, afrontando los problemas que se plantean al momento no pudiéndolos discutir con nadie, revisando la norma y ponderando lo expuesto por las partes. Con esos nervios del primer momento, pero sabiendo que estas preparada y puedes hacerlo. Esos momentos, estoy convencida que son únicos, y te fortalecen como profesional. Esa duda, que al momento te agobia, y que habiéndola valorado y estudiado te parece una nimiedad, o bien una circunstancia que nunca se había planteado en prácticas y por lo tanto te permite aprender. Y esto último, te permite forjar criterio, aprender a valorar las posiciones de los compañeros buscando una visión crítica, y a ser consciente, enfrontándote directamente a la realidad, de que tu trabajo es necesario y que tienes que ofrecer tu mejor versión para dar un servicio público de calidad a la ciudadanía.
	Todo este camino de aprendizaje, pese a trabas organizativas que pueden desalentar, es objetivamente bonito, duro, complicado a veces, pero sobre todo ilusionante y satisfactorio. Y como decía aquel: “ahí estamos…”.
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	La Desbandá. 82 años de impunidad para el mayor crimen de la Guerra de España en Andalucía
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	Fernando Alcalde Rodríguez
	Asociación 14 de abril para la recuperación de la Memoria Histórica de la Costa de Granada
	“El mundo entero fluía, en este momento, en un único sentido”. André Malroux
	Un profundo silencio reinaba entre los refugiados. Yacían hambrientos en los campos, atenazados, moviéndose solamente para mordisquear alguna hierba. Sedientos, descansando sobre las rocas o vagando temblorosos sin rumbo con la mirada vidriada y perdida por la alucinación. Los muertos estaban esparcidos entre los enfermos, con los ojos abiertos al sol.
	Entonces, unos cuantos aviones pasaron sobre nuestras cabezas. Brillantes aviones plateados: bombarderos italianos y Heinkels alemanes. Se lanzaron hacia la carretera y, como una maniobra de tiro rutinaria, sus ametralladoras trazaban dibujos geométricos entre los refugiados que huían…
	Norman Bethune
	La mayoría eran huérfanos ya... pero de todos esos niños ninguno tan adorable como aquel grupito que tenía como cabeza de familia a una encantadora chiquilla de once años, Valeria García Vara, de Vélez Málaga. La metralla los había dejado huérfanos en medio del camino. Se hizo cargo de sus tres hermanos menores, incluso el niño de pecho que guardaba en sus frágiles brazos hasta que el socorro Rojo fue a recogerla en la cuneta en la que, probablemente se tumbó para morir”
	Tina Modotti
	“Malagueños, maricones, ponedle pantalones a la luna”
	Queipo de Llano, alocuciones radiofónicas previas a la ocupación de Málaga
	El 17 de enero de 1937, Queipo de Llano inició las  operaciones militares para la ocupación de la franja costera comprendida entre Algeciras y Motril. El objetivo militar era múltiple: aliviar la presión sobre Granada, reducir en más de 150 km la línea de frente, capturar el principal puerto sobre el mediterráneo y, especialmente, distraer efectivos de la defensa de Madrid sobre la que Franco ya se había estrellado en tres ocasiones; el objetivo político era otro: castigar a Málaga la roja, la ciudad que había conseguido sacar el primer diputado comunista en España y donde el movimiento obrero se había destacado por su actividad. Para ello, acababa de recibir unos refuerzos extraordinarios: 10.000 voluntarios fascistas italianos de la Misione Militare Italiana in Spagna, que  contaban  con   el   apoyo   de la Aviación legionaria y la Agrupación de Carros de Asalto y Autos blindados italianos.
	La operación se diseñó de forma envolvente: desde Estepona y Ronda, el Coronel Francisco Borbón y de la Torre avanzaría por la carretera costera y sus estribaciones; al norte, las fuerzas italianas distribuidas en tres columnas se abalanzarían por las principales carreteras, y al este, el resto de los tercios y tabores bloquearían la retirada ocupando Motril. Desde el mar, se contaba con los cruceros Canarias, Baleares y Almirante Cerveza, los cañoneros Cánovas y Canalejas, seis guardacostas y varios pesqueros artillados junto a los torpederos, submarinos y cruceros alemanes e italianos. Un cerco asesino cuya única salida era la carretera costera que unía Málaga y Almería por la que la población se precipitó sin escapatoria.
	Tras el inicio de la ofensiva, el Ejército republicano, sin apenas adiestramiento, mal armado y peor dirigido, con un débil apoyo de la aviación y sin presencia de la flota, se desplomó tras una breve resistencia en las sierras de la Axarquía. El grueso de las tropas republicanas se dispersó por las sierras litorales y la carretera costera en dirección a Almería.
	El coronel Villalba, Jefe del Ejército del Sur y responsable de la defensa de la plaza, abandonó la ciudad precipitadamente el día 7 de febrero junto a gran parte de las autoridades civiles y militares sin organizar la evacuación. La noticia no tardó en difundirse entre la población que, aterrada ante las amenazas radiofónicas de Queipo y las noticias que llegaban de los crímenes cometidos por los sublevados, inició una huida desesperada que colapsó la única vía disponible: la carretera de Málaga a Almería, que se transformó en una gigantesca trampa donde les esperaba el fuego de la flota franquista y de la aviación italo-germana.
	A su llegada el día 8 de febrero, las tropas italianas encontraron una ciudad casi desierta: más de 150.000  personas habían abandonado Málaga ante un terror justificado; en los días siguientes, el Ejército sublevado desató una terrible represión que se cobró más de 4.000 víctimas y en la que tuvo un triste protagonismo el entonces fiscal Carlos Arias Navarro, cuya actuación  le hizo ganar el sobrenombre de Carnicerito de Málaga.
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	Tras más de 200 km de marcha a pie, los refugiados consiguieron llegar a Almería protegidos por los batallones de las Brigadas Internacionales; otros muchos, entre 5000 y 10.000, murieron en la carretera o en la represión inmediata desatada sobre ellos. Como colofón a su padecimiento, el día 12, cuando la ciudad se encontraba abarrotada de refugiados, la aviación sublevada arrojó 40 bombas sobre ellos, produciendo 50 muertos y decenas de heridos. Desde aquí, miles de personas fueron distribuidas por toda la España republicana en un exilio del que muchos no volvieron.
	Desde hace trece años, cada mes de febrero, las asociaciones memorialistas de las provincias de Málaga, Granada y Almería recorremos algunos tramos de esta carretera exigiendo Verdad, Justicia y Reparación para las víctimas. En 2017, en el 80 aniversario de esta masacre, todas estas organizaciones consensuamos un manifiesto y unas peticiones mínimas a las instituciones que incluyen:
	Que sea reconocido que la persecución y los múltiples asesinatos ejecutados durante la  huida de la población civil desde Málaga a Almería entre el 7 y el 12 de febrero de 1937 son constitutivos de Delitos de Lesa Humanidad, por tratarse de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil que suponga asesinato, deportación o traslado forzoso de la población, desapariciones forzadas y persecución de un grupo o colectividad por motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales o religiosos, tal como se establece en el  Estatuto de Roma por el que se crea la Corte Penal Internacional.
	Que se  cumplan los tres mandatos fundamentales del cuerpo de doctrina internacional contra la impunidad de los delitos de lesa humanidad: derecho a saber la verdad, derecho a la justicia y reparación suficiente a las víctimas. Estas tres obligaciones de los Estados constituyen la esencia y el compromiso con el derecho internacional de los derechos humanos. La impunidad constituye una infracción flagrante de las obligaciones internacionales de los Estados según el derecho internacional de los derechos humanos.
	Que sea asumido que los hechos que se produjeron en la huida son constitutivos de ejecuciones extrajudiciales, deportaciones, desapariciones forzadas y exterminio enmarcados en un ataque sistemático contra la población civil (art. 7 Estatuto) por lo que todas las autoridades tienen la obligación de investigar y depurar los hechos sucedidos.
	Que el gobierno de España asuma la obligación de cooperar con la justicia argentina donde se trata la única causa abierta en estos momentos sobre estos crímenes contra la humanidad, en aplicación del principio de jurisdicción universal (art.23 LOPJ).
	Que el Parlamento y el Gobierno andaluz tienen el deber de memoria hacia las víctimas y  es preciso su reconocimiento solemne y público.
	Que es urgente la elaboración de un censo oficial de víctimas y desaparecidos del crimen de la carretera de Málaga-Almería,  de acceso público. Asimismo, el poder público andaluz debe acometer la tarea de realizar un mapa de fosas de La Desbandá, que incluya las rutas interiores alejadas de la costa, y un plan sistemático de exhumaciones.
	Que se cree un Centro Memorial de la Huida de Málaga a Almería, con proyección social y educativa -tal y como se ha hecho en otros territorios europeos en los que la población civil ha sufrido violaciones masivas de derechos- como toma de conciencia de las nuevas generaciones de lo que supuso la violencia y el militarismo antidemocrático. Es el deber de memoria para evitar la repetición de hechos similares.
	Que se dote de recursos necesarios a la Ley de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía  para que sirva de impulso fundamental y definitivo para llevar a cabo estas reivindicaciones, junto a otras posibles y necesarias, como seguir señalizando como Lugares de Memoria determinados espacios vinculados a la Huida, de especial significación por los episodios de represión o resistencia que en ellos tuvieron lugar.
	Que se reivindique la memoria de las víctimas de la carretera de Málaga a Almería como ejemplo de resistencia ante la barbarie y de lucha por los valores que salvaguardan la dignidad inherente a todo ser humano: Igualdad, Justicia, Libertad.
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	MEDEL
	Ana Consuelo Castán Hernández
	Magistrada. Miembro del Secretariado de Juezas y Jueces y para la Democracia
	JUEZAS Y JUECES PARA LA DEMOCRACIA forma parte de la Asociación de Magistradas/os - jueces/zas y fiscales-  Europeos por la Democracia y la Libertad ( MEDEL) . MEDEL está constituida por 21 asociaciones progresistas de jueces /zas y fiscales y representa a 15000 jueces/zas y fiscales de 15 Estados Europeos. Su objetivo es velar por el respeto a los derechos fundamentales y al estado de derecho de las sociedades democráticas
	Desde MEDEL con la finalidad de  abordar temas relevantes  a nivel europeo atendida la concurrencia de elecciones al Parlamento  de la UE se han organizado cuatro sesiones de conferencias en diferentes ciudades europeas  que a su vez sirven para rendir homenaje al juez turco  MURAT  ARSLAN  condenado  a diez años de prisión por Sentencia de 18 de enero de 2019. MEDEL otorgó en 2017 el premio VACLAV HAVEL  de DERECHOS HUMANOS a MURAT ARSLAN  encarcelado por su lucha por la independencia, la justicia y la libertad. Arslan era  el presidente de la asociación turca de magistrados Yarsaw , disuelta por el Gobierno de Turquía.
	Las fechas y los temas de las 4 conferencias son: 1 de marzo en Roma, Inmigración, 8 de marzo, en Berlín, Democracia y Auge del populismo, 15 de marzo en Atenas :,Austeridad y derechos sociales y 22 de marzo en  Varsovia, Estado de Derecho. A la primera de las conferencias que coincidía con la última reunión de MEDEL  asistió Ana Castán en nombre y representación de JJpD. Las brillantes  exposiciones sobre Inmigración se insertaron en el XXII Congreso Nacional  de la Asociación italiana Magistratura Democrática que  precisamente tenía como eje conductor “El juicio a la Europa del populismo” y que de forma valiente se publicitaba con una viñeta en la que un magistrado ofrece su toga para dar abrigo a un migrante llegado del mar bajo la rúbrica “ de la parte de los hundidos”.  Las conferencias organizadas por MEDEL y dedicadas a MURAT ARSLAM, bajo el título de “ la política sobre la inmigración por una Europa del derecho y la solidaridad” contaron con la magnífica introducción de Nando Sigona profesor de la Universidad de Brimingham  experto en migraciones internacionales y desplazamientos forzosos, la  intervención de D. Laura Boldrini ex presidenta de la Cámara y diputada de LeU, Monica Frassoni Co-Presidenta de l Partido Verde Europeo, D. Riccardo Magi Diputado de Piu Europa, David Sassoli Vicepresidente del Parlamento Europeo, Elly Schein europarlamentaria del grupo Alianza progresista del socialismo y de la democracia  y concluyó con las sublimes palabras de Luigi Ferrajoli profesor emérito de filosofía del Derecho de la Universidad de Roma. Luigi Ferrajoli mostró su preocupación por la deriva populista, antipolítica y xenófoba  y por la crisis de las democracias constitucionales  de las cuales  considera son ejemplo la política de cierre de fronteras y la negación de la dignidad del migrante. Por ello señaló en su conferencia que “ la cuestión migratoria pone a prueba todos los valores que establece la Constitución y la  Carta de derechos fundamentales de la Unión Europea”. A su vez subrayó que el impedir que los barcos de salvamento llegaran a un puerto seguro vulneraba normes internacionales, el convenio de Hamburgo de salvamento marítimo de 27 de abril de 1979 así como el deber de socorro. Y propugna como labor de los juristas denominar esta política como lo que es , “una violación masiva de los derechos humanos“ y que se debe “provocar vergüenza en la conciencia social “al saber todos que “esta política causa muertes”. Por último señaló que el derecho a emigrar se encuentra reconocido en el artículo 13.2 y 14 de la DUDH y en el artículo 12.2 del Pacto por los Derechos civiles y políticos de 1966  y es el más antiguo derecho fundamental formulado a finales del siglo XVI por Francisco de Vitoria para sostener la conquista del “nuevo mundo“. Concluyendo que el derecho a emigrar debe ser un pilar constitucional puesto que la alternativa es un futuro de regresión global  y de explosión de la desigualdad, el racismo y la inseguridad. Cuando se celebren el resto de conferencias MEDEL elaborará un documento que recoja las conclusiones esenciales de las mismas, extrayendo las ideas principales y las posibles propuestas con el fin de trasladarlo a los Estados Miembros y a la Unión Europea.
	MEDEL  fijó el día 23 de mayo, aniversario del asesinato de Giovanni Falcone por la Mafia en 1992, como el día de la independencia judicial. Es un día dirigido a reflexionar sobre la necesidad de una justicia independiente y eficaz como eje para la salvaguarda de las libertades y derechos fundamentales de los ciudadanos europeos.  MEDEL constata la necesidad de proteger la independencia judicial y ha mostrado su rechazo a cualquier forma de manipulación por parte de las autoridades gubernativas y contra los proyectos de reformes legislativas que conllevan un intento de control del poder judicial  bien a través de nombramientos sin transparencia , cambios en las normes sobre jubilación que vulneran la inamovilidad de los magistrados y modificaciones en las formes de acceso a la carrera judicial. En la última reunión de MEDEL en Roma se determinó como acción para el día 23 de mayo la publicación de un e-book “Letters from the Turkish Judiciary” en todas las lenguas posibles con los documentos relativos al enjuiciamiento y condena del juez MURAT ARSLAM, como símbolo de la lucha de la independencia judicial.
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	En la reunión celebrada el 2 de marzo se trataron también temas  relacionados con la situación de la justicia en Montenegro, Rumanía, Portugal y Polonia, entre otros. Al hilo de lo anterior MEDEL apoya a la Comisión Europea en su intención de llevar al Gobierno ultraconservador de Polonia ante el TJUE por vulnerar el articulo 19(1) del Tratado Sobre la Unión Europea en relación con el  artículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Y ello en tanto que la entrada en vigor de la nueva legislación sobre el Tribunal Supremo de Polonia aprobada por el Parlamento permitirá que el partido en el poder controle el poder judicial y que al producir cambios sobre las normas de jubilación un gran número de los jueces del Supremo tendrán que jubilarse entre ellos su presidenta a pesar de que los seis años de su mandato están fijados en la Constitución. En cuanto al informe sobre la situación de la justicia en España se acordó que se llevará a cabo en la siguiente reunión al haberse desconvocado las movilizaciones dada la convocatoria de Elecciones Generales. Se interesó por parte de una nueva asociación italiana, AREADG, el ingreso en MEDEL y se acordó invitarlos a la próxima reunión de MEDEL para explicar sus objetivos. También se solicitó  la entrada en  MEDEL por una nueva organización turca Turkish Syndicate que se abordará en el próximo meeting.
	Por último se fijaron las fechas y temas a abordar en las futuras reuniones. El  22 de junio se hará  en Praga y el día anterior se llevarán a cabo conferencias sobre el “síndrome de bornout y el estrés en la magistratura”. El 9 de noviembre se celebrará el meeting de MEDEL en Santiago de Compostela y el día anterior se organizará una sesión sobre “la igualdad de género en la Magistratura”. En cuanto a esta última jornada desde JJpD se puede proponer una intervención así que si hay alguna persona interesada que lo comunique al Secretariado para realizar las gestiones pertinentes. También se podrá asistir como público, cuando se tenga mayor detalle sobre la jornada lo enviaremos a la lista general. A su vez para su organización se remitirá un cuestionario a cada una de las asociaciones nacionales.
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	Prioridades y retos para un nuevo cgpj
	Daniel Calderón Gómez
	Juez. Miembro del Secretariado de Juezas y Jueces para la Democracia
	Los pasados 14 y 15 de febrero celebramos en Madrid nuestras Jornadas sobre prioridades y retos de un nuevo Consejo General del Poder Judicial. La reunión era clave para valorar lo que hasta la fecha se ha desarrollado o implementado en el indicado órgano de gobierno de juezas y jueces, con especial atención a aquellas iniciativas en las que tomaron parte vocales pertenecientes a JJpD. Pero también era esencial valorar qué se puede y se debe hacer de cara al futuro desde el Consejo, y singularmente qué línea de actuación deberían seguir quienes resultaran nombrados vocales, tras la renovación del CGPJ, después de haber expirado los mandatos de las y los actuales vocales de la institución.
	Para ello se contó con las exposiciones de antiguos vocales del Consejo, pero también se escuchó a quienes a fecha actual son candidatos y candidatas al CGPJ con el aval de JJpD.
	Por quienes han desempeñado el cargo de vocal se ahondó en la idea de los diferentes cambios que ha vivido la institución tras sucesivas reformas legislativas, que han acabado desembocando en el sistema presidencialista por el que se ha caracterizado el último Consejo y que ha llevado a la actual situación de desencanto con la institución. Todos ellos coincidieron en la necesidad de independencia que precisan aquellas personas que son nombradas vocales del CGPJ para un adecuado desempeño de sus funciones.
	También son destacables los logros alcanzados en épocas en las que miembros de JJpD han sido vocales. Entre los más destacables se encuentran la creación de la Comisión de Igualdad y del Observatorio sobre la Violencia de Género. También se destacó el impulso a los gabinetes de prensa o la creación de la REDUE y la REJUE.
	Estos compañeros y compañeras también subrayaron que el Consejo General del Poder Judicial debe ser una institución cercana a los integrantes de la carrera judicial, así como deben desplazarse a las diferentes Comunidades Autónomas, para conocer de primera mano los problemas que puedan acuciar a juezas y jueces en cada una de ellas. En este contexto, evocaron las ya suprimidas Delegaciones Territoriales.
	Ya para terminar se habló de la necesidad de ampliación de la planta judicial y de las dificultades que ha supuesto en ocasiones la creación de nuevos órganos judiciales, especialmente en contextos de crisis económica.
	En cuanto a las propuestas de quienes optan a ser nombrados vocales del CGPJ con el aval de la Asociación, se puso en valor la elaboración de una serie de compromisos, que fueron suscritos por las candidatas y candidatos, al tiempo que se destacó que la experiencia del último CGPJ, en el cual los vocales apenas han tenido capacidad de decisión, no ha sido positiva.
	Las principales propuestas que se lanzaron giraron en torno a la acción disciplinaria que desarrolla el Consejo, cuyas últimas políticas han resultado perjudiciales para la carrera judicial; y en materia de nombramientos, donde ni siquiera se ha venido respetando el principio de paridad,  ni la pluralidad existente en la carrera judicial, y en los que debe primar el principio de mérito y capacidad. Sobre estos puntos se recordó que el CGPJ debe ser garante de la independencia judicial, y se recordó que en ocasiones la labor de jueces y juezas no se ha visto amparada por el Consejo.
	También se hizo hincapié en la situación de las nuevas promociones, abocadas a figuras como el JAT o el JED-JAT en muchas ocasiones, y cuyo funcionamiento debe regularse de forma más pormenorizada, cerrando espacios a la discrecionalidad en materias como la adscripción de esto compañeros y compañeras.
	Las propuestas giraron también en torno a la ampliación de la planta judicial y a la fijación de unas adecuadas cargas de trabajo.
	Todos ellos expresaron igualmente que quienes desempeñen funciones de vocal con el aval de JJpD deben ser cercanos a la asociación e intentar acudir a Congresos con la finalidad de dar a conocer aquello que se ha gestionado o que se ha realizado en la institución, y para recabar la opinión de asociados y asociadas.
	Todas estas experiencias supusieron la posibilidad de conocer qué se puede hacer en el CGPJ, qué experiencias fueron positivas y qué ha resultado negativo hasta la fecha, al tiempo que supuso identificar los actuales problemas de la carrera judicial, así como las líneas de actuación que debería tener el nuevo CGPJ, con el objeto de paliar dicha problemática.
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	Jornadas de la Comisión de Penal
	Yolanda Rueda Soriano
	Magistrada. Coordinadora de la Comisión de Penal
	Los días 31 de enero y 1 de febrero de este año la comisión penal celebró sus jornadas anuales en Tarragona, en un espacio tan singular y privilegiado como el Seminari, que forma parte del conjunto histórico de la localidad, gracias al esfuerzo organizativo de  nuestr@s compañer@s, y, en especial, del Presidente de su Audiencia Provincial, y compañero, Javier Hernández, quien protagonizó la bienvenida, así como de nuestra Oficina Técnica que hace que todo sea posible.
	Las jornadas se desarrollaron bajo el título “LAS LEYES PENALES EN BOCA DE LOS JUECES:MONTESQUIEU DECONSTRUIDO”.
	En el prólogo de Perfecto Andrés Ibáñez “Rescate y reivindicación del penalista olvidado” a la obra de Dario Ippolito, “El espíritu del garantismo. Montesquieu y el poder de castigar”, se destaca el nexo entre la libertad del individuo y la bondad de las leyes penales, como una aportación central de este pensador moderno que encierra un auténtico compromiso profundamente constitucional. Asimismo, se reivindica la importancia de recuperar los principios -principio de legalidad, certeza del derecho, división de poderes, independencia judicial…- tan maltratados actualmente en un contexto histórico caracterizado por la involución autoritaria de la legislación penal y la degradación neoinquisitiva del proceso que le sirve de cauce, como dice Perfecto. Las jornadas se estructuraron sobre la  base de seis mesas redondas, en las que analizamos y debatimos diversos temas con el objetivo de contrastar, 270 años después de la publicación de Montesquieu, la vigencia de los principios enunciados por él a fin de identificar aquellas prácticas o interpretaciones incompatibles con esos principios. Todo ello, con miras a formular respuestas teóricas y prácticas institucionales conformes con aquéllos.
	Durante las jornadas abordamos las fricciones que plantean los delitos de odio con el derecho fundamental a la libertad de expresión, y cuál ha sido el tratamiento, no uniforme, de la jurisprudencia. Asimismo,  se defendieron tanto la propuesta de despenalización de estas conductas como la su mantenimiento pero con reformas en la regulación, así como los puntos de encuentro entre una y otra propuesta.  Se trataron también los problemas que surgen en el día a día de los juzgados de primeros destinos, ya sean de instrucción, enjuiciamiento (penales) o mixtos, abordándose temas como los plazos de instrucción del artículo 324 Lecrim, internamientos de extranjeros, cuestiones que surgen en los juicios penales, medios de investigación tecnológica o transcripciones de declaraciones hechas en instrucciones. Igualmente, nos aproximamos a la justicia restaurativa y se presentó la experiencia piloto de mediación penal que se está llevando a año en las secciones 3ª y 10ª de la Audiencia Provincial de Barcelona, como métodos de resolver los conflictos y reestablecer la paz social mediante el diálogo y de modo reparador. Otra mesa redonda analizó la Ley del Jurado bajo el prisma actual, poniéndose de relieve cuestiones problemáticas que presenta y cómo deberían ser las reformas que serían aconsejable acometer.  Y otro gran espacio fue destinado a abordar los nuevos retos en la escenografía del juicio oral, en el que queda tanto aún por hacer en la consecución de un modelo procesal penal comprometido con los principios de equidad, dignidad y para la protección de los derechos de todo/as. En la misma mesa, y al hilo de la importante sentencia del Tribunal Constitucional 21/2018, se abordó el derecho de defensa y sus implicaciones al acordar o mantener la privación cautelar de libertad, dejando sobre la mesa cuestiones sumamente interesantes, como la imparcialidad judicial objetiva y subjetiva o el principio acusatorio a la hora de adoptar la prisión preventiva.
	Por último, me gustaría destacar la mesa “Luchando por los derechos humanos” en la que con Joaquín González, profesor y traductor de la obra “Raphael Lemkin: totalmente extraoficial, autobiografía”, y con nuestro compañero José Ricardo de Prada, reflexionamos y debatimos colectivamente sobre la persecución del  genocidio, término que acuña Lemkin, y sobre la situación y el estado actual de los derechos humanos y del derecho internacional, así como también comentamos aspectos de la STC 140/2018.
	Para finalizar, quiero agradecer a lo/as compañero/as, María del Prado Escoda, Sonia Nuez, Celia Valdivia, Montserrat Comas, José Luis Ramírez, Joaquín González, José Ricardo de Prada, Carme Guil, Iñaki Subijana, Javier Hernández, Ignacio Sánchez Yllera, Luciano Varela, Juanjo López Ortega y Eduardo Navarro, por su implicación y generosidad al compartir con nosotros/as sus experiencias, conocimientos, dudas… Y sobre todo a lo/as miembros de la comisión penal por estar siempre y porque sin ello/as nada de esto sería posible.
	Os emplazo en Sevilla para las próximas.
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	Jornadas de la Comisión de Privado
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	Edmundo Rodríguez Achútegui
	Magistrado. Coordinador de la Comisión de Privado
	Los pasados 28 febrero y 1 marzo de 2019 se ha celebrado una nueva jornada anual de la Comisión de Derecho Privado de Juezas y Jueces para la Democracia en Murcia. Este encuentro complementa el contacto virtual que mantenemos cotidianamente para debatir temas de actualidad y problemas que se presentan en el ejercicio de la jurisdicción.
	Este año la actividad tuvo lugar en la moderna Ciudad de la Justicia de Murcia. Allí el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, Miguel Pascual del Riquelme, el Presidente de la Audiencia Provincial, Miguel Ángel Larrosa y el Decano de la judicatura en Murcia, Lorenzo Hernando Bautista, inauguraron las jornadas, facilitando el uso de las instalaciones formativas del moderno complejo judicial murciano.
	Como en ocasiones anteriores dinamizaron el debate diversas ponencias que abrieron el posterior debate. En primer lugar Miguel Ángel Larrosa, presidente de la Audiencia Provincial de Murcia, realizó una primera aproximación a la Ley de Contratos de Crédito Inmobiliario, tema de absoluta actualidad por la proliferación de reclamaciones de consumidores frente a cláusulas abusivas. Destacó que el ámbito subjetivo superaba la noción de consumidor para aludir a personas físicas, el nuevo reparto de gastos hipotecarios, el valor documental de los cuerpos de escritura que se realizarán en las notarías o la revitalización del incidente para denunciar cláusulas abusivas que contienen sus Disposiciones Adicionales.
	En la misma jornada Pilar Ledesma, Magistrada de la Audiencia Provincial de Barcelona trató sobre “El desistimiento en el contrato de arrendamiento de local de negocio”. Esa tarde Ana Rincón Varona, Juez del Juzgado de 1ª Instancia de Barakaldo trató de la “La atribución del uso de la vivienda familiar”. Y para concluir la jornada, Jordi Seguí, Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña expuso su visión sobre “Los baremos indemnizatorios de daños y perjuicios”. En todos los casos tras la exposición tuvo lugar un amplio debate en el que se pusieron en común opiniones y  experiencias jurisdiccionales.
	Tras una tarde-noche en la zona más animada de Murcia, al día siguiente continuó la jornada y se trató por Edorta Etxarandio, Magistrado de la Audiencia Provincial de Navarra, la controvertida aplicación de la “Exoneración del pasivo insatisfecho” y la segunda oportunidad en la insolvencia de las personas físicas. Durante el debate se pusieron de manifiesto las dificultades legales y prácticas con que las personas insolventes se topan cuando intentan alcanzar el objetivo de la liberación de deudas.  Finalmente la jornada concluyó con una ponencia que la Magistrada de 1ª Instancia de Madrid, Ana Yraola, sobre “Cuestiones de actualidad en materia de Derecho Internacional Privado”.
	El próximo año esperamos repetir esta reunión con otros temas de interés y el mismo éxito que el habido en Murcia.
	Entrevista a Isabel Tobeña, nuestra coordinadora de Andalucía Oriental
	Magistrada. Juzgado de Instrucción nº 13 de Málaga
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	¿Cómo crees que te ha influido, tanto a nivel personal, como profesional, la pertenencia a JJpD?
	Ingresé en la carrera judicial hace ya más de 25 años y desde el principio tenía claro que mi asociación profesional sería la entonces llamada Jueces para la Democracia. El tremendo volumen de trabajo que tuve en mi primer destino y la falta de contacto con los compañeros que ya formaban parte de ella, hizo que me asociase cuando ascendí a magistrada y estaba destinada en Barcelona. Aún ya asociada y como lo del volumen de trabajo sigue siendo una constante hasta el día de hoy, tardé en mantener un contacto más vivo con los compañeros asociados y fue una revelación para mí la riqueza de su debate cuando asistí a mi primer congreso, el que se celebró en la ciudad de Granada en el año 2005. Desde entonces, he procurado asistir a todas las actividades de la asociación y de hecho ya fui coordinadora de la sección territorial de Andalucía Oriental en un periodo anterior. La asociación me ha enriquecido personalmente a través de la amistad de compañeros y compañeras que comparten la consideración de que nuestra actividad es, sobre todo, un servicio público en un Estado de Derecho como el nuestro e indudablemente también desde el punto de vista jurídico a través, no sólo de las magníficas aportaciones de la Comisión Penal, sino también a través de la revista y los boletines.
	Como coordinación de una Sección Territorial, ¿cuáles son los retos más importantes que abordas en este momento?
	Ahora, he retomado la coordinación de la sección territorial desde mediados del mes de enero de este año, de nuevo con ilusión, aunque esperando que los compañeros más jóvenes se animen a participar activamente en la vida asociativa para que todos juntos intentemos dar mayor visibilidad a nuestra actividad diaria y también con la intención de preparar jornadas y encuentros que sobre los temas más candentes de la actualidad y que nos afectan a todos, se nos vayan ocurriendo en este tiempo. Y ya que cito a los jóvenes, me gustaría encontrar la forma de atraer a otros compañeros de las últimas promociones para que conociesen la asociación y se animasen a unirse a nosotros, ya que, pese a que el territorio andaluz cuenta con 85 partidos judiciales, somos muy pocos los jueces asociados a JJPD. Así que, indudablemente los retos más importantes ahora son los de estar más presentes en los medios y más cerca de los compañeros y trabajar para que no se pierda de vista la importancia de los derechos conseguidos en un tiempo en el que se alzan voces que pretenden el retroceso en los derechos y libertades tan trabajosamente conseguidos.
	Tenemos un problema derivado de la ausencia de nuevas afiliaciones, sobre todo entre la gente de las nuevas promociones. ¿Cómo piensas que se podría mejorar en ese sentido?
	Creo que es importante de cara a lograr mayores afiliaciones entre los compañeros y compañeras de las nuevas promociones un trabajo activo por parte de la asociación y el secretariado en la escuela judicial, ya que, es allí donde podemos dirigirnos a todos, puesto que, una vez que inician su actividad jurisdiccional en los distintos órganos es más difícil poder contactar con ellos. Considero muy importante que los compañeros conozcan los fines de nuestra asociación, entre los que destacaría la contribución decidida a la promoción de las condiciones que hagan efectivos los valores de libertad, justicia, igualdad y pluralismo político que la Constitución proclama y ello para reforzar el Estado Social y Democrático de Derecho y la defensa de los derechos humanos universalmente reconocidos, además de promover la satisfacción del derecho fundamental a la justicia y trabajar en el valor de independencia del Poder Judicial. Al mismo tiempo, resulta fundamental la defensa de los intereses profesionales y la reivindicación de las mejores condiciones posibles de trabajo en el ejercicio de nuestra función, pues ello, redundará indudablemente en un trabajo de mayor calidad, más cercano al ciudadano y ayudará a que la consideración del servicio público de justicia sea visto por la sociedad con mayor satisfacción.
	¿Has pensado en hacer alguna actividad, como ST, en los siguientes meses?
	Hace pocos días se puso en contacto conmigo el Director General de Justicia Juvenil y Cooperación de la Junta de Andalucía para comentarme su interés en que las asociaciones profesionales participemos en la formación en perspectiva de género y quizá sea ésta una de las actividades iniciales que llevemos a cabo como asociación ya que el tema es de indudable trascendencia y de hecho, el Consejo General del Poder Judicial ya ha aprobado el diseño de un curso de formación sobre perspectiva de género cumpliendo así con el pacto de Estado contra la violencia doméstica y de género y con el requisito obligatorio para acceder a las pruebas de cualquier especialidad tras la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
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	¿Cómo se despliega la relación entre la ST y el resto de asociaciones judiciales?
	Llevo ya bastantes años trabajando en Málaga, así que, conozco a bastantes compañeros de la provincia y la relación con quienes tienen funciones de responsabilidad en otras asociaciones judiciales siempre ha sido fluida. Me toca ahora reactivar esas relaciones para, de cara al próximo gobierno, insistir en las reivindicaciones que movilizaron a gran parte de los miembros de la carrera el año pasado y por cuya  consecución debemos seguir trabajando, pues, los 14 puntos reivindicativos que consensuamos cuatro asociaciones profesionales de jueces y tres de fiscales tienen como objetivo último mejorar la calidad de nuestra función.
	¿Y con otros colectivos sociales?
	Creo que una de las características de nuestra asociación es el interés por ser visibles en ámbitos no estrictamente relacionados con nuestra actividad jurisdiccional y por eso me propongo mantener contactos con la universidad, con organizaciones de defensa de derechos humanos, con organizaciones de asistencia y defensa de los inmigrantes, de memoria histórica.... en fin, todas aquellas que promuevan los valores a los que antes me he referido y tal y como señalan nuestros estatutos, especialmente cuando tengan por objeto la defensa de grupos de personas socialmente desfavorecidas.
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	La imagen del derecho en el cine: La justicia implacable
	Javier Carazo Rubio
	Magistrado del Juzgado de lo Social nº20 de Madrid
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	“Gracias, amigos, por haberme esperado tan pacientemente. La culpa de este retraso es de mis asuntos, no mía”.
	(Lorenzo en El mercader de Venecia, William Shakespeare).
	Toda causa produce un efecto. Una escena puede anudar a un disparo una muerte. Algunos autores, como Bresson, pueden mostrar el efecto en primer lugar, obligando a la inteligencia del espectador a entrar en juego, manteniéndole así enganchado a la trama. Como afirma en sus Notas sobre el cinematógrafo, se nos desvelará el motivo de la alegría en la cara del hombre cuando veamos posteriormente a su mujer y a su hijo pequeño correr hacia él. Por unos segundos el espectador ha tenido que preguntarse el motivo de una expresión inicialmente descontextualizada.
	Causas y efectos (en ese orden) pueden también ser contemplados desde la perspectiva de la historia que cuenta la película, no de sus planos, escenas o secuencias. Los actos de los personajes tienen unas consecuencias. Desde esta perspectiva, el derecho es normalmente reflejado por el cine como una máquina implacable que se muestra incapaz de ofrecer una respuesta que recoja los matices, los hechos, las motivaciones personales… en definitiva, las circunstancias que la historia ha mostrado. La empatía que el público ha ido estableciendo con los personajes entra en disonancia con la reacción que el Estado, a modo de leviatán omnipotente hobbesiano, ofrece por medio del derecho. Derecho no es igual a justicia. Al menos nunca del todo.
	El hecho de que la ley se erija como parte de la trama no implica necesariamente que la película deba ser denominada como jurídica, de tribunales, o cualquier otra calificación que determine el género. La ley entra en escena porque ofrece las reglas de convivencia. Una mayor o menor agresión a esa convivencia, o la necesidad de solucionar un conflicto, activan el mecanismo. En Kramer contra Kramer (Kramer versus Kramer, Robert Benton, 1979), tras la ruptura matrimonial entre Dustin Hoffman y Merryl Streep, ella se marcha de casa, y queda el padre a cargo del hijo, a quien, en un principio, no sabe cuidar. Una sucesión de escenas, que conforman aproximadamente la mitad del metraje, muestran su lucha por hacerse cargo de la situación y el vínculo que va creando con el chico. Avanzada la trama, la madre vuelve a entrar en escena: reclama la custodia. Se puede empatizar con ella –pues se ha divorciado de un marido que no era capaz de darle lo que ella necesitaba-, pero esto no cambia el hecho de que los dos merezcan un juicio justo en el que se analicen sus posturas y se decida sobre la custodia del menor. La película muestra muy pronto que el marido tiene la batalla perdida. La custodia es para la madre según una aplicación de reglas que el derecho considera objetivas.
	Con la legislación de hoy día se hubiera optado por la custodia compartida, pero lo relevante es que, a la vista de los datos que el guionista ha decidido ofrecer al espectador, la decisión del tribunal no es justa. Solo el giro final –la madre se arrepiente y decide que sea el padre el que se quede con el niño- evita un resultado que el espectador no puede concebir.
	https://www.youtube.com/watch?v=0jXwg8gBuQ0
	Krzysztof Kieslowski creó a finales de la década de 1980 su majestuoso Decálogo. Producido para televisión, los diez capítulos establecen una particular visión sobre los diez mandamientos. Para el quinto y el sexto realizó una versión extendida. En No matarás (Krótki film o zabijaniu, A Short Film About Killing, 1988), el castigo, el origen del mal, la pena de muerte, la prevención del delito y otras cuestiones de tipo moral y jurídico salen a la luz por medio de un montaje paralelo según el punto de vista de tres personajes: la víctima (un taxista que lava su coche y empieza la jornada), el asesino (que vaga por la ciudad) y un abogado (que aprueba el examen para ejercer). Los destinos de los personajes se cruzarán cuando Jacek pare el taxi y, en un no lugar, mate sin aparente motivo al conductor. Pese a que Kieslowski lo haya mostrado como un hombre sin escrúpulos, no hay justificación para su salvaje asesinato, que es mostrado con toda crudeza. La secuencia -que comienza con el plano corto de unas manos que sujetan una cuerda en el asiento trasero, el posterior estrangulamiento y la ejecución final, piedra en mano- tiene una extensión de más de 7 minutos. Como en Crimen y castigo, se elimina a un personaje molesto para la sociedad, pero si en la novela de Dostoievski tal motivación es consciente, convirtiendo a Raskolnikov en un trasunto de superhombre nietzschiano, la marginación social, la apatía, incluso podría decirse que una profunda tristeza –la tristeza del país-, convierten a Jacek en asesino.
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	El abogado Piotr, en las primeras escenas, ante el tribunal que lo examina para ser colegiado, responde a la pregunta de por qué quiere ser abogado: “Quieren que conteste lo que pienso o lo que hay que decir?”, y expone la función social del abogado, el modo en el que el ejercicio de la profesión le permitirá conocer los distintos estratos de la sociedad, la prevención general de delitos, la prevención especial, etc. El hecho de abordar en tal profundidad la materia la convierte en una rara avis en la historia del cine. Tras la escena del asesinato, un brusco salto temporal, en inmaculada elipsis, nos muestra a los jueces levantándose tras la finalización del juicio: Jacek ha sido condenado; Piotr era su abogado. Las secuencias posteriores permiten que nos imaginemos cómo ha debido ser la encendida defensa, no para evitar la pena de muerte, sino contra la pena de muerte. La conversación entre el abogado y el presidente del tribunal tras el juicio muestra cuál es la posición del director ante tal castigo, que no es otra que la del propio presidente, que tiene que aplicar una pena en la que no cree. Se pasa luego a una larga conversación entre el abogado y el condenado el día en el que va a ser ejecutado y, finalmente a la escena del ahorcamiento, en la que, al igual que en el asesinato, no se ahorra ningún detalle. El arrepentimiento del criminal es claro, la postura de los personajes también. La ley dice otra cosa.
	https://www.youtube.com/watch?v=Shx-jS1Z6k0
	Un hombre, haciéndose pasar por un reputado director de cine, logra introducirse en la casa de una familia de clase media alta a la que promete filmar y hacer protagonista de sus películas. En un momento determinado, llega a pedirles dinero, pero es descubierto, denunciado y sometido a juicio. Tal es la historia que cuenta Close up, filmada en 1990 por el iraní Abbas Kiarostami. Del citado engaño solo se nos muestra el momento en el que, en un autobús de línea, el impostor entra en contacto con la madre de familia y consigue ser invitado a la casa.
	https://www.youtube.com/watch?v=sSynUYdf4Lg
	La película se centra en los momentos previos a la detención, la estancia en prisión provisional y, fundamentalmente, en el juicio. Es en su declaración ante el tribunal cuando conocemos las razones de Hossain: su amor al cine, su imposibilidad, dada su clase social, de dedicarse al mismo, su necesidad de sentirse alguien, ponen el marcha la mentira. “Todo surgió por mi amor al arte. De niño iba mucho al cine. Jugaba a hacer películas con mis amigos. Pero como no tenía los medios, tuve que abandonar mis pretensiones artísticas. Se convirtió en una obsesión”.
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	El personaje habla del amor al arte, y el espectador no puede sino compartir los argumentos que expone al juez, aunque su modo de actuar pueda constituir un fraude. Kiarostami –que aparece en escena como un personaje más- va a visitarlo a prisión, y le pregunta por el motivo de confesar que era un sinvergüenza, a lo que Hossain contesta que desde fuera lo que hizo parece una estafa. Esa separación entre lo de dentro y lo de fuera refleja aquello en lo que el derecho no puede penetrar, aquello en lo que los que aplican las leyes no se toman (o pueden tomar) el tiempo necesario en valorar. En palabras del propio Hossain: “legalmente tal vez sea un cargo, pero no moralmente”.
	Rodado a modo de falso documental, se trata de una historia real en la que los verdaderos implicados accedieron a recrear los hechos. El único intruso es el director, que rueda con cámara invisible, creando una de las películas más emocionantes de la historia del cine. Close up, al igual que Kramer contra Kramer, muestra que, al descender al caso concreto, la justicia puede difuminarse, ya que se castiga una conducta desprovista de dolo, de intención alguna de defraudar. Se trata de una justicia sin sujeto, que no sabe (no puede) entrar en la historia particular. Las leyes están (pre)escritas, y son códigos de conducta generales. Es el perdón de la familia el que lleva a una atenuación de su responsabilidad criminal.
	https://www.youtube.com/watch?v=Ja6RR81uC5o
	Las obras citadas llaman a la reflexión, a un cuestionamiento de la capacidad (y posibilidad) de los jueces, del sistema, para entrar a valorar las motivaciones personales y  circunstancias que llevan a las personas a comportarse de una determinada manera. La mera aplicación de la ley lleva a desnudar de motivos toda historia.
	En Senderos de gloria (Paths Of Glory, Stanley Kubrick, 1957), la condena a muerte de tres soldados por la mera voluntad ejemplarizante de la superioridad militar permite enlazar y avanzar hacia la cuestión de la legitimidad del derecho, sobre la que se profundizará en la próxima entrega. La acusación de cobardía solo encubre los propios errores de dos generales del Estado Mayor, que habían mandado a los soldados a una batalla suicida solo por el ansia de reconocimiento y ascenso. La misión fracasa, y se lleva a cabo un juicio sumarísimo bajo el paraguas de unas leyes de excepción. No se trata ya de un derecho cuya aplicación al caso concreto puede ocasionar un resultado injusto, sino de un derecho injusto. El propio derecho se sitúa al margen del derecho.
	Continuará…
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